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AL-DEST-IIN-045-2019 

INFORME INTEGRADO 
 

“LEY PARA LA PROTECCION DE LA VIDA FAMILIAR” 
 

EXPEDIENTE Nº 20.999 
I.-   OBJETO DEL PROYECTO 

 
El proyecto de ley busca el reconocimiento de la alienación familiar o el 
Síndrome de Alienación Parental, tal y como se conoce en el campo de 
investigación psicosocial, con el objetivo de coadyuvar en la protección del 
interés superior de la persona menor de edad. 
 
En efecto, objetivo de la propuesta es “erradicar la alienación parental” que es 
definida en el proyecto como “la indebida interferencia en la formación de una 
persona menor de edad promovida o inducida por uno de los progenitores, por 
sus abuelos, terceros, o por quienes tengan a la persona menor de edad bajo su 
custodia, guarda o vigilancia, para impedir, obstaculizar o destruir la convivencia, 
las relaciones personales con sus familiares”1  
 
Y, de acuerdo con la exposición de motivos, en muchos casos la alienación 
parental se manifiesta a través de la desobediencia a los mandatos judiciales 
relacionados con el “derecho de visita” de los progenitores en razón de lo cual se 
establecen sanciones penales y plazos para la resolución de esos asuntos. El 
proyecto se compone de once artículos que serán analizados en este Informe. 
 
II.-    SINDROME DE ALIENACION PARENTAL 

 
La familia es una institución social basada en las necesidades humanas 
universales de base biológica: la sexualidad, la reproducción y la subsistencia 
cotidiana. Sus miembros comparten un espacio social definido en términos de 
relaciones de parentesco, conyugalidad y patermaternalidad2. 
 

                                            
 Elaborado por la Licda. Kattya Delgado Madrigal, socióloga y especialista en Evaluación de 
Proyectos Sociales, y por el Lic. Víctor E. Granados Calvo, abogado, ambos Asesores 
Parlamentarios. Revisión a cargo del Msc. Gastón Vargas Rojas, Jefe Área  Sociambiental y 
del Dr. Bernal Arias Ramírez, Jefe del Área Jurídico-Social; revisión y autorización final 
efectuada por el Msc. Fernando Campos Martínez, Director a.i., Departamento de Servicios 
Técnicos. 
 
1 Artículo primero del expediente 20.999 
 
2 Jenlin. E (2005). Las familias latinoamericanas en el marco de las transformaciones globales: 
Hacia una nueva agenda de políticas públicas. Naciones Unidas, Cepal.  
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Como organización social se basa en una unidad de relaciones de producción, 
reproducción y distribución, con su propia estructura de poder y fuertes 
componentes ideológicos y afectivos. Existen en ella tareas e intereses 
colectivos, pero sus miembros también tienen intereses propios diferenciados, 
enraizados en su ubicación en los procesos de producción y reproducción. En la 
cotidianidad, las relaciones familiares constituyen el criterio básico para la 
formación de hogares y para el desempeño de las tareas ligadas a la 
reproducción biológica y social. 
 
La expectativa social espera que los vínculos familiares estén basados en el 
afecto y el cuidado mutuo, aunque también incorporan consideraciones 
instrumentales, estratégicas y basadas en intereses, tanto en el corto plazo de la 
vida cotidiana como en una perspectiva intergeneracional de más largo plazo. 
 
Como institución social, la familia regula la sexualidad legítima, los patrones 
matrimoniales, la conyugalidad y la fecundidad. También está cruzada por los 
patrones de divorcio y la separación, así como por las normas de transmisión 
intergeneracional de capital social y económico (las normas de la herencia). Las 
reglas formales corporizadas en el derecho y los patrones de sentido común, 
que a veces inclusive contradicen las reglas formales, son al mismo tiempo 
reflejo y guía para las prácticas sociales3. 
 
La familia nunca es una institución aislada, sino que es parte orgánica de 
procesos sociales más amplios, que incluyen las dimensiones productivas y 
reproductivas de las sociedades, los patrones culturales y los sistemas políticos. 
Los hogares y las organizaciones familiares están ligados al mercado de trabajo 
y a la organización de redes sociales, por lo que tendencias tales como las tasas 
de fecundidad y de divorcio, o procesos de envejecimiento, son parte de 
procesos sociales y culturales más amplios. Están también sujetos a políticas 
públicas. Como institución social básica, la familia no puede estar ajena a 
valores culturales y a procesos políticos de cada momento o período histórico. 
 
La separación o divorcio supone un “antes”, un “durante” y un “después” en la  
relación de los miembros que componen la familia, lo que implica la necesidad 
de analizar esa interacción en beneficio de la parte más vulnerable, por lo 
general los niños, niñas y adolescentes,  y en donde es denotativo la situación 
de complejidad para todos los operadores que intervienen en la protección 
integral de los menores y en donde todo ello se traduce en la búsqueda de 
ayuda para mantener una relación familiar sana, independientemente de la 
ruptura4. 

                                            
 
3 Ibid. 
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Debe considerarse que el divorcio representa el fin de la relación pero no debe 
ser el fin de la familia, ya  que se torna hacia una nueva dinámica en la forma de 
organizarse a partir de una patria potestad conjunta y una guarda y custodia por 
parte de uno de los  progenitores. 
 
La patria potestad constituye los derechos y obligaciones de los padres hacia los 
hijos y se hace de manera conjunta, salvo que la autoridad determine que se 
prive a uno de los progenitores de esta. Por el contrario, la guarda y custodia se 
puede definir como el conjunto de medidas y decisiones que el progenitor, a 
cuyo cuidado queda el menor, debe tomar para garantizar el diario desarrollo del 
hijo. 
 
Tal y como se argumenta en la exposición de motivos de la iniciativa legislativa, 
en la actualidad la protección de los menores ha tomado más fuerza, y su 
protección debe anteponerse a los derechos, deberes e intereses de los padres 
De esta forma, el interés superior del menor debe ser considerado en todas las 
situaciones en donde intervenga un niño, niña o adolescente, aunque sea de 
manera indirecta. En la actualidad, la protección al menor debe ser tal que se 
respeten sus derechos sobre cualquier otro interés y ello como consecuencia de 
que los menores han dejado de ser considerados como una extensión de los 
padres. 
 
El ejercicio de la patria potestad, y todos los derechos/deberes que ésta implica, 
como el derecho de visita, de guarda y custodia, son decisiones adulto-centristas 
tomadas por el operador jurídico que representa el interés de los progenitores y 
no el interés superior de la infancia, mismo que debe prevalecer sobre cualquier 
otro interés, incluso el de los padres. 
 
De esta manera, la patria potestad y la responsabilidad parental cobran una 
dimensión realmente diferente, en donde los menores tienen el derecho a ser 
cuidados por sus padres de una manera saludable (integral), independiente de 
espacios que coerciones o repriman sus derechos para fomentar su sano 
desarrollo. 
 

Con estas premisas, al establecerse este derecho fundamental, un progenitor 
no puede obstaculizar la convivencia de un menor con su otro progenitor 
porque además de causarle un daño a la ex pareja, causa un daño irreparable 
al hijo. En este contexto, podemos expresar que la alienación parental es un 
tipo de violencia psicoemocional que trastoca los derechos fundamentales del 
niño y que debe evitarse o detenerse para brindar tanto al menor como a los 

                                                                                                                                  
4 Dra. Nuria González Martín. Convivencia paterno-materno filial en el panorama Internacional: 
un acercamiento en torno a la Sustracción de menores, alienación parental y Mediación familiar 
internacional. Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Alienación Parental. México. 2011 
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padres los medios necesarios, ya sean legales o psicológicos, que permitan 
erradicar este proceso o síndrome de maltrato5. 

 
La alienación parental consiste en las conductas que lleva a cabo el padre o la 
madre que tiene la custodia de un hijo o hija, e injustificadamente impide las 
visitas y convivencias con el otro progenitor, causando en el niño o niña un 
proceso de transformación de conciencia, que puede ir desde el miedo y el 
rechazo, hasta llegar al odio. Este tipo de conductas, de inicio, pueden ser vistas 
como un problema familiar, pero al formar parte de todo un proceso destructivo 
van a tener proyección y repercusión social. La alienación parental afecta el 
sistema familiar y sus subsistemas, así como la dinámica familiar. 
 
El Síndrome de Alienación Parental (SAP) es un conjunto de síntomas, que se 
produce en los hijos, cuando un progenitor, mediante distintas estrategias, 
transforma la conciencia de los niños con objeto de impedir, obstaculizar o 
destruir sus vínculos con el otro progenitor.6 
 
La Organización Mundial de la Salud (OMS) publicó su nueva Clasificación 
Mundial de Enfermedades (CIE-11)7.  Dentro de los códigos utilizados por los 
médicos a nivel mundial, aparece la Alienación Parental AP, descrita dentro del 
código QE52.0 como “un problema asociado con las relaciones interpersonales 
en la niñez” y lo describe como una “Insatisfacción sustancial y sostenida dentro 
de una relación cuidador-niño asociada con perturbaciones significativas en el 
funcionamiento”8. 
 
Por su parte, la Asociación Americana de Psiquiatría incluyo en la guía de su 
reunión anual realizada en mayo del 2018 en la cuidad de New York, la 
disertación Understanding Parental Alienation9 . 
 

                                            
 
5 Ibid. 
 
6 Síndrome de Alienación Parental en niños: diagnóstico. Recuperado de URL: 
http://www.guiainfantil.com/1502/sindrome-de-alienacion-parental-en-ninos-diagnostico.html.  
 
7 La CIE, que es el instrumento fundamental para identificar tendencias y estadísticas de salud 
en todo el mundo, contiene alrededor de 55 000 códigos únicos para traumatismos, 
enfermedades y causas de muerte. Proporciona un lenguaje común que permite a los 
profesionales de la salud compartir información sanitaria en todo el mundo. Recuperado de URL:  
http://www.who.int/es/news-room/detail/17-06-2018-who-releases-new-international-
classification-of-diseases-(icd-11) 
 
8 ICD-11 for Mortality and Morbidity Statistics (2018) Recuperado de URL: 
https://icd.who.int/browse11/l-m/en#/http://id.who.int/icd/entity/547677013 
 
9 Entendiendo la Alienación parental dictada por Kunai Maini 

http://www.guiainfantil.com/1502/sindrome-de-alienacion-parental-en-ninos-diagnostico.html
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En el SAP, las personas menores de edad afectadas son objeto de maltrato 
psicológico grave, en el cual se instiga resentimiento, temor y animadversión en 
contra del progenitor inocente, en el curso de un divorcio o separación10. 
 
Este trastorno se presenta en la niñez y que surge casi exclusivamente en el 
contexto de una disputa por la custodia del niño. Su manifestación primaria es 
una campaña de denigración de un progenitor anteriormente querido por el niño, 
a la que se agregan elementos que el propio niño aporta para alejarse cada vez 
más del progenitor alienado.  
 
Es necesario aclarar que este concepto no se aplica a casos de maltrato físico o 
abuso infantil, en los cuales la animosidad y el temor del niño hacia un progenitor 
son justificables, es decir lo rechaza porque le teme. En el anexo 1 se plantean 
algunas referencias teóricas del origen del análisis de la alienación parental. 
 
Es muy frecuente que los niños que atraviesan por el divorcio de sus padres 
experimenten fenómenos como la triangulación o el conflicto de lealtad, en el 
cual sientan que, si se acercan a un progenitor están traicionando al otro11,12. 
 
Estas situaciones son dolorosas y confunden a los niños, pero no revisten la 
gravedad del SAP, en que el niño es programado para actuar en contra de un 
progenitor, en ocasiones verbalizando situaciones inexistentes de maltrato o 
abuso, y experimentando intenso odio y temor hacia el padre alienado. 
 
Bolaños13, entiende el SAP como un síndrome familiar en que cada uno de sus 
participantes tiene responsabilidad relacional en su construcción. En esta 
situación interaccional se requieren, por lo menos, tres actores: el niño, el padre 
alienante y el padre inocente, en un interjuego entre todos ellos. 
 

                                            
 
 
10 Síndrome de alienación parental. Revista chilena de pediatría. Rev. chil. 
pediatr. vol.82 no.6 Santiago dic. 2011. Ana Margarita Maida S, Viviana Herskovic M, Bernardita 
Prado A. Recuperado de URL: http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0370-
41062011000600002.  
 
11 Gagné MH, Drapeau S, Melancon C. Links Between Parental Psychological Violence, Other 
Family Disturbances, and Children's Adjustment. Family Process 2007; 46: 523-42. Apud. 
Ibídem. 
 
12 Fidler B, Bala N. Children resisting postseparation contact with a parent: concepts, 
controversies and conundrums. Family Court Review 2010; 48: 10-47. Apud. Ibídem. 
 
13 Bolaños I. El síndrome de alienación parental. Descripción y abordajes psico legales. 
Psicopatología clínica legal y forense 2002; 2: 25-45. Apud. Ibídem. 

http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0370-41062011000600002
http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0370-41062011000600002
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El niño suele ser vulnerable, sugestionable, con una relación muy intensa y 
estrecha con el padre alienante, que se puede ir construyendo en base a 
intereses comunes o tiempo compartido. Sus recuerdos pueden estar 
distorsionados por la sugestión, que corresponde a la incorporación de las 
creencias de otros en el reporte personal14. 
 
La alienación parental se va gestando, hablando mal del otro progenitor, al niño 
mismo y a quien quiera escuchar, en el colegio, a los vecinos, a los médicos. Se 
construye interfiriendo el contacto con el padre víctima, prohibiendo que se hable 
de él o de ella, solicitando al niño que llame "papá" o "mamá" a otro. Otros 
mecanismos incluyen interferir en la información que debiera fluir entre los 
padres, evitando que el otro sepa que el niño sufrió una enfermedad, un 
accidente, o una llamada del colegio, dejando que el padre inocente aparezca 
como "desinteresado" frente a los ojos del niño. En ocasiones se agrega a esto 
franca y abierta manipulación emocional, forzando al niño a expresar su lealtad, 
haciendo que espíe al otro progenitor, que guarde secretos, o recompensándolo 
por su rechazo15. 
 
No obstante, la violencia verbal es una práctica que se desarrolla en el seno 
familiar, aun cuando no existe separación de los progenitores. Escuchar a los 
padres denigrarse por situaciones de la cotidianidad en la vida común, como “su 
papá es inútil en la casa todo me toca a mí” o “yo trabajo todo el día mientras su 
mamá está en la casa haciendo nada” son cargas emocionales que muchos 
hijos soportan regularmente y que se intensifican en situaciones de ruptura del 
vínculo familiar. 
 
El progenitor alienado, para cumplir con la definición del cuadro de alienación 
parental, tiene que ser inocente de lo que se le imputa, pero, a su vez, puede 
haber mantenido una relación menos intensa con el niño, ser pasivo o incluso 
inepto en su parentalidad.  A veces estos progenitores son seres inmaduros, con 
escasa capacidad de introspección, que, al sentirse rechazados por el niño, se 
alejan de éste16. No es infrecuente que el progenitor alienado esté más 
preocupado por la manipulación de la que es objeto que por su propia 
contribución al problema17. 

                                            
 
14 Bruck M, Ceci S, Kulkofsky. Children's testimony. In Rutter's Child and Adolescent Psychiatry. 
5th Edition. 2008. Blackwell Publishing Limited. USA. Apud. Ibídem. 
 
15 Baker A. Adult Children of Parental Alienation Syndrome: Breaking the Ties that Bind. Cultic 
Studies Review 2008; 7: 57-63. Apud. Ibídem. 
 
16 Fidler B, Bala N. Apud. Ibídem. 
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Se cree que tanto el padre como la madre pueden ser los alienantes del niño, 
pero en la mayoría de los casos descritos es el padre custodio quien causa la 
alienación. 
 
Actualmente, se desconoce en qué porcentaje de divorcios (o separaciones) se 
produce el SAP, existen los siguientes datos: 
 

 Clawar y Rivlin18, mencionan un estudio de 12 años, de 700 a 1 000 niños 
con SAP, pero afirman que el sistema legal en Estados Unidos no tiene 
mecanismos adecuados para dar cifras claras al respecto. 
 

 Johnston19, argumenta que un porcentaje pequeño de familias en divorcio 
(alrededor de 1,5% de los casos) requieren intervenciones que 
determinen judicialmente la custodia de los niños en casos de graves 
conflictos. 
 

 Cartié20, reporta que el SAP, en un estudio realizado en las provincias de 
Barcelona y Tarragona, España, se presentó en el 10% de los casos de 
divorcio. 

 
En la alienación parental el niño experimenta una pérdida extrema, en que 
desaparecen de su vida el progenitor, sus abuelos y los amigos y parientes de 
este progenitor. El niño no puede reconocer esta pérdida, ni estar en duelo por 
ella. Los buenos recuerdos que pueda tener se ven destruidos. 
 
El SAP no surge porque los padres quieran poner fin a su vida en común, sino 
porque hacen partícipes a sus hijos de los conflictos generados por la 
separación21. 
 
En los casos severos de SAP, se construye en el niño un relato de maltrato que 
no ha sufrido, lo que contribuye a una distorsión cognitiva que puede tener 

                                                                                                                                  
17 Cartié M, Casany R, Domínguez R. Análisis descriptivo de las características asociadas al 
síndrome de alienación parental (SAP). Psicopatología clínica legal y forense 2005; 5: 5-
29.  Apud. Ibídem. 
 
18 Clawar SS, Rivlin BV. Children Held Hostage: Dealing with Programmed and Brainwashed 
Children. 1991. Chicago, American Bar Association.  Apud. Ibídem.  
 
19 Johnston J. Allegations and Substantiations of abuse in custody disputing families. Family 
Court Review. 2005; 43: 283-94. Ibídem. Apud. 
 
20 Cartié M, Casany R, Domínguez R. Apud. Ibídem. 
 
21 Segura C, Gil MJ, Sepúlveda MA. El síndrome de alienación parental: una forma de maltrato 
infantil. Cuad Med Forense 2006; 12: 43-4. Apud. Ibídem. 
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consecuencias graves en su desarrollo psicológico o incluso puede desarrollarse 
un cuadro psicótico22. 
 
2.1. Consecuencias de la Alienación Parental 

 
Los niños y niñas sometidos al SAP pueden padecer perturbaciones y 
disfunciones, debido a que sus propios procesos de razonamiento han sido 
interrumpidos o coaccionados23. 
 
Entre las perturbaciones más frecuentes se citan: 
 

 Trastornos de ansiedad: respiración acelerada, enrojecimiento de la piel, 
sudoración, elevación del tono de voz, temblores y desbordamiento emocional 
son algunos de los síntomas del estrés que, algunos niños, manifiestan en el 
momento de las visitas con el progenitor rechazado. 
 

 Trastornos en el sueño y en la alimentación: pesadillas, problemas para 

conciliar o mantener el sueño y trastornos alimenticios derivados de la situación 
que viven y no saben afrontar son otros de los efectos que este síndrome puede 
causar en los niños. 
 

 Trastornos de conducta: generando tres tipos de conducta. 
 

 Conducta agresiva: cuando las visitas se hacen imposibles, las 

conductas agresivas pueden ser verbales como insultos, o incluso físicas, 
teniendo que frenar la situación.  

 Conducta de evitación: puede plasmarse en somatizaciones de tipo 

ansioso que le indisponen y que tienen como consecuencia no realizar la 
visita. 

 Dependencia emocional: sienten miedo a ser abandonados por el 

progenitor con el que conviven, ya que saben, y así lo sienten, que 
su cariño está condicionado. Tienen que odiar a uno para ser querido y 
aceptado por el otro. 

 
 Dificultades en la expresión y comprensión de las emociones: suelen 

expresar sus emociones centrándose excesivamente en aspectos negativos. 
Carecen de capacidad empática y mantienen una actitud rígida ante los distintos 
puntos de vista que ofrezca el progenitor rechazado. 
 

                                            
 
22 Segura C, Gil MJ, Sepúlveda MA. Apud. Ibídem 
 
 
 
23 Síndrome de Alienación Parental en niños: consecuencias. URL: 
http://www.guiainfantil.com/1503/sindrome-de-alienacion-parental-en-los-ninos-
consecuencias.html. 

http://www.guiainfantil.com/manias-obsesiones-infantiles-en-los-ninos.htm
http://www.guiainfantil.com/blog/645/como-saber-si-mi-hijo-tiene-estres.html
http://www.guiainfantil.com/sueno/insomnio.htm
http://www.guiainfantil.com/salud/alimentacion/alimentacion.htm
http://www.guiainfantil.com/sueno/problemas.htm
http://www.guiainfantil.com/educacion/comportamiento/tratamiento.htm
http://www.guiainfantil.com/blog/182/la-falta-de-carino-retrasa-el-crecimiento-de-los-ninos.html
http://www.guiainfantil.com/blog/993/ninos-con-emociones-a-flor-de-piel.html
http://www.guiainfantil.com/1503/sindrome-de-alienacion-parental-en-los-ninos-consecuencias.html
http://www.guiainfantil.com/1503/sindrome-de-alienacion-parental-en-los-ninos-consecuencias.html
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Niveles de intensidad en el rechazo 
 
Otro factor que puede aparecer tras el proceso de separación es un rechazo de 
los hijos en común hacia uno de los progenitores. El rechazo primario se 
produciría como reacción inmediata a la ruptura de la pareja y el secundario 
aparece en separaciones más lentamente gestadas.  
 
La existencia del rechazo a uno de los progenitores va a suponer la aparición de 
conflictos en el desarrollo del régimen de visitas. Ante esta situación, uno de los 
dos progenitores, normalmente el rechazado, pone en conocimiento del órgano 
judicial la situación, lo que producirá un aumento del rechazo. Cuando el SAP 
entra en contacto con el sistema legal se convierte en un Síndrome Jurídico 
Familiar, donde se desencadenan acusaciones, búsquedas de explicaciones y 
acciones, que hacen que la instancia judicial se convierta en escenario del 
problema24. 
 
El rechazo puede aparecer inmediatamente después de la ruptura o en periodos 
posteriores, es decir, años después, generalmente asociado a momentos 
concretos del nuevo ciclo evolutivo familiar. El rechazo puede ser leve, 
moderado e intenso25: 
 

 El rechazo leve se caracteriza por el desagrado en la relación con el padre o la 
madre. No hay evitación y la relación no se interrumpe. 
 

 El rechazo moderado se mide por el deseo de no ver al padre o la madre. El 
niño niega todo afecto hacia él y evita su presencia. El rechazo se generaliza a 
su entorno familiar y social. La relación se mantiene por obligación o se 
interrumpe. 
 

 El rechazo intenso adquiere características fóbicas con fuertes mecanismos de 

evitación. Puede aparecer sintomatología psicosomática asociada. 
 

2.2. El papel del profesional en la exploración del SAP 
 
La iniciativa legislativa apunta como necesaria en todo proceso donde medie 
alineación familiar, la intervención expresa de profesionales en psicología, la 
participación de estos es inherente en cualquier tipo de causa judicial que 
conlleve la participación de la persona menor de edad. 
 
A partir de la aparición de casos de maltrato y abuso infantil, los especialistas en 
salud mental de niños y adolescentes se han preocupado que el sistema judicial 

                                            
 
24 Ibídem. 
 
25 Ibídem. 

http://www.guiainfantil.com/educacion/familia/divorcio/reacciones.htm
http://www.guiainfantil.com/educacion/familia/divorcio/explicaciones.htm
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sea sensible a los sentimientos de los niños, y que los escuche. De esta manera, 
se ha podido garantizar que estos niños, incluso en casos en que no existen 
huellas físicas, han sido atendidos y separados de sus agresores. Para ello ha 
sido central que profesionales especialistas validen el relato que los niños hacen 
sobre las situaciones que refieren. 
 
En los casos de divorcios contenciosos, los profesionales pueden involucrarse 
en las disputas de custodia desde varios roles, como evaluadores, terapeutas, 
abogados, mediadores, educadores. En muchos tribunales se solicita el 
concurso de los profesionales de salud mental para ayudar a dilucidar si un caso 
en cuestión es de SAP o de maltrato infantil. 
 
Lo que debe procurarse es la imparcialidad del diagnóstico, Lund26 apunta que, 
en especial, son los terapeutas infantiles individuales quienes pueden mantener 
el SAP sin quererlo. Esto puede ocurrir cuando escuchan a los pacientes sin 
dudar ni mirar desde una perspectiva más amplia, especialmente si desconocen 
que el SAP existe, y más aún si evitan el contacto con el padre inocente27. 
 
De lo anterior se deriva un problema ético sobre quién escoge al terapeuta que 
va a evaluar y atender al niño. El profesional puede claramente involucrarse en 
el SAP si es escogido por el progenitor alienante, que lleva al niño a terapia, que 
le paga y que pacta los objetivos de tratamiento28. Si se maneja abuso o maltrato 
infantil, el terapeuta puede actuar validando el relato del niño. Los terapeutas, al 
ser presentados con acusaciones de abuso, asumen que el abuso ocurrió y 
pueden actuar en su rol para validar el abuso más que como conductores de una 
investigación objetiva. 
 
Una vez que surge el tema del maltrato, el niño puede ser llevado a repetidas 
entrevistas, exámenes médicos y evaluaciones29.  Debe tenerse en 
consideración que, muchos entrevistadores no se dan cuenta cómo sus 
creencias pueden influir en las preguntas que le formulen al niño.  
 
Rand30, señala que los profesionales que atienden a niños, pediatras, psicólogos 
y psiquiatras infantiles, pueden llegar a ser parte del sistema que mantiene el 

                                            
 
26  Lund M. A Therapist's view of Parental alienation syndrome. Family and Conciliation courts 
review 1995; 33: 302-16.  Apud. Ibídem. 
 
27 Rand D.  Apud. Ibídem. 
 
28 Rand D.  Apud. Ibídem. 
 
29 Bruck M, Ceci S, Kulkofsky. .  Apud. Ibídem. 
 
30 Rand D.  Apud. Ibídem. 
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SAP, contribuyendo a polarizar a un padre contra el otro. Es por ello muy 
importante recoger información en la forma más abierta posible, entrevistando a 
todos los miembros de la familia y solicitando informes a la escuela. 
 
Por otra parte, la lenta respuesta de los tribunales pidiendo más evaluaciones y 
pericias a los niños para determinar si es verdadera o falsa la acusación de 
maltrato o abuso, puede ir contribuyendo a ahondar las creencias del niño sobre 
lo que ha vivido31. No puede dejarse de lado que el tiempo está del lado del 
padre alienante: a más tiempo transcurre, más se profundiza la alienación. 
 
En casos leves a moderados de SAP, se puede intentar una intervención 
psicoterapéutica, implementando mediación o terapia sistémica. El mediador 
requiere conocer bien el cuadro de SAP, entender los motivos del padre 
alienante y estar atento al engaño y mentira que hay en estos casos32. 
 
El niño puede ser atendido, sesión por medio, con cada uno de los padres para 
observar la interacción entre ellos, evaluando las capacidades parentales de 
cada uno de los progenitores33. Una buena observación puede ser en cuánto 
están dispuestos a proteger al niño de la disputa conyugal, o en cuánto el niño 
parece ser un arma para enfrentar al adversario. Hay que estar atento a que los 
padres alienantes pueden ser muy convincentes. Los niños muy alienados 
requieren intervenciones terapéuticas intensivas, con aproximaciones sucesivas 
hacia el padre rechazado para reconstruir la relación y el apoyo de los tribunales 
para que esta situación se produzca. La terapia individual del niño tiene escaso 
lugar en estas situaciones, donde prima el conflicto relacional. Otra forma de 
intervención judicial puede ser la obligación de tener períodos de residencia 
prolongados con el padre alienado, además de la terapia. 
 
La custodia compartida no está recomendada en casos severos, pues requiere 
de gran cooperación entre los padres. En casos graves, se ha reportado que la 
solución es la reversión de custodia, que, en un primer momento, esto puede 
agravar el cuadro fóbico del niño.  
 
Debe tenerse en cuenta que las parejas se involucran en juicios de divorcio 
enconados, la amargura y rabia experimentadas son emocionalmente 
debilitantes para ellos y para sus hijos. Estas son parejas que frecuentemente 
regresan a la corte buscando represalia. No pueden seguir adelante en sus 

                                            
 
31 Apud. Ibídem. 
 
32 Vestal A. Mediation and parental alienation syndrome. Family and Conciliation courts review 
1999; 37: 487-503. Apud. Ibídem. 
 
33 Barudy J, Dantagnan M. Los buenos tratos a la infancia. Segunda Edición. Gedisa. Barcelona. 
2005. Apud. Ibídem. 
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vidas34. Los profesionales que los atienden deberían estar atentos a detectar 
precozmente estas situaciones y alentarlos a buscar ayuda terapéutica para 
evitar la escalada ofensiva. 
 
Desafortunadamente en los Estados Unidos, el SAP fue utilizado para encubrir 
casos de denuncias de abuso sexual infantil  en los sectores medios y altos de la 
sociedad. Quienes contaban no sólo con los recursos intelectuales sino también 
económicos para pagar a sus abogados y abogadas defensores y sus peritos y 
peritas cómplices.35 Sin embargo, este tipo de represalias y mutuas acusaciones 
o falsos testimonios dieron origen para en 1996 el Congreso de Estados Unidos 
promulgara el Acta de Prevención y Tratamiento del Abuso Infantil, para eliminar 
la impunidad con que actúan las personas que con alevosía mienten y hacen 
denuncias falsas36.  
 
Es un derecho infantil contar con la presencia de ambos padres y un deber del 
padre custodio es garantizar el acceso del niño al otro progenitor y a toda su 
familia. Si se falta a este, se está vulnerando al niño37. 
 
El síndrome de alienación parental es un diagnóstico que hay que conocer y 
plantear, pero también hay que diferenciarlo de la alianza normal que se 
experimenta con uno de los padres con quien se comparte intereses y de los 
casos de maltrato infantil, en el cual el niño se resiste con genuino temor y 
buenas razones a encontrarse con uno de los progenitores38. Sin embargo, en 
los casos de maltrato infantil, el rechazo de un progenitor no es tan intenso y 
absoluto como el visto en el SAP. 
 
No se pueden desacreditar las acusaciones de maltrato o abuso esgrimidas, sino 
que hay que estudiarlas con cuidado. Es por esto por lo que es necesario 

                                            
 
34 Kaslow F. Familias que han experimentado un divorcio. En Roizblatt A. Terapia familiar y de 
pareja. Editorial Mediterráneo. Chile. 2006. Apud. Síndrome de Alienación Parental. Revista 
Chilena de Pediatría. 
 
35 SAP: Un perverso y su estafa. Recuperado de URL: 
http://www.abusosexualinfantilno.org/asino-textos-sindrome-de-alienacion-parental/52-asino-sap-
un-perverso-y-su-estafa.  
 
36 El Síndrome de Alienación Parental (SAP). Recuperado de URL: 
http://www.alienacionparental.org/resumen.pdf.  
 
37 Johnston J. Parental alignments and rejection: An empirical study of alienation in children of 
divorce. J Am Acad Psychiatry Law 2003; 31: 158-70. Apud. Síndrome de Alienación Parental. 
Revista Chilena de Pediatría. 
 
38 Ibídem. 

http://www.abusosexualinfantilno.org/asino-textos-sindrome-de-alienacion-parental/52-asino-sap-un-perverso-y-su-estafa
http://www.abusosexualinfantilno.org/asino-textos-sindrome-de-alienacion-parental/52-asino-sap-un-perverso-y-su-estafa
http://www.alienacionparental.org/resumen.pdf
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evaluar a cada progenitor, atendiendo a las relaciones familiares previas y 
reuniendo información de terceros que puedan clarificar aún más la situación39. 
 
Por otra parte, es necesario crear los mecanismos de prevención de este tipo de 
situaciones, los niños y las niñas muestran cambios en sus comportamientos 
cuando atraviesan situaciones que alterna su cotidianidad, buscar los 
catalizadores de estas conductas permitiría no solo una detección temprana sino 
una intervención adecuada por parte de las entidades estatales encargadas de 
resguardar el bienestar de la persona menor de edad. 
 
III.-  ORGANIZACIONES CONTRA EL SINDROME DE ALIENACION 
PARENTAL 

 
3.1.  Los casos de España, Canadá, Estados Unidos y Chile 

 
Son diversas las organizaciones a nivel mundial que agrupan a los padres que 
aducen ser víctimas de SAP.  
 

País Nombre Objeto 
 

España Asociación Nacional de 
Afectados del Síndrome 
de Alienación Parental40. 
 

Basados en lo que el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos denomina Síndrome De Alienación Parental 
(SAP), busca sumar y agrupar a todos los afectados por 
lo que el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 
denomina “una verdadera y real enfermedad mental” a 
fin de exigir agrupadamente a los poderes del Estado y 
a las Administraciones Públicas competentes las 
responsabilidades que les incumben, y a fin de evitar y 
prevenir daño a los sujetos de especial y prioritaria 
protección que son los niños. 
 

Canadá Canadian Children's 
Rights Council - Conseil 
canadien des droits des 
enfants (Consejo 
Canadiense de los 
Derechos de los Niños) 

41. 

Es una organización sin fines de lucro, no 
gubernamental, organización educativa y de promoción 
que se ocupan de los derechos humanos de los niños 
canadienses y sus responsabilidades, entre otros 
temas, abordan la alienación parental. 
 
 

                                            
 
39 Síndrome de alienación parental. Revista chilena de pediatría. Op. Cit. 
40 Recuperado de URL: http://www.anasap.org/ .  
 
41Recuperado de URL: 
http://www.canadiancrc.com/Parental_Alienation_Syndrome_Canada/Parental_Alienation.aspx. 
Traducción propia. 

http://www.anasap.org/
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Parental Alienation 
Canada42 

 
Este blog es una historia de experiencias y 
observaciones de Derecho de Familia disfuncional, un 
cuadrilátero de padre arena contra los padres, con los 
niños como premio. Debido a la discriminación de 
género en Derecho de Familia… este blog ha 
evolucionado desde un enfoque exclusivamente de 
Parental Alienation (PA)  a uno que abarca la familia y 
los derechos de los niños y el impacto de la mitología 
feminista en la jurisprudencia canadiense y la industria 
del divorcio. 
 

Estados 
Unidos 

Pyscare43 PsyCare espera abordar temas que no siempre son 
populares o políticamente correcto estimular el debate y 
la investigación sobre temas importantes que afectan a 
las familias de hoy, aprender de las experiencias de 
otros e influir en las políticas sociales basadas en la 
investigación empírica y resultados objetivos. 
 

Chile Papapresente.org44 Da espacio para publicar denuncias y consultas de los 
padres que son discriminados en Tribunales de Familia, 
Fiscalías y otros entes involucrados. 
Da espacio para publicar mensajes de amor a los hijos 
que han sido separados injustamente de sus padres. 
Da asesoría gratuita y orientación a padres en materias 
de justicia vía web. 
Da información relevante de leyes, datos útiles, 
encuestas y todo material de temas relacionados que 
vamos buscando, recibiendo y que son de nuestro 
interés. 

 
 

3.2.  Síndrome de Alienación Parental en Costa Rica 

 
Costa Rica también cuenta con un grupo de personas dedicada a combatir la 
Alienación Parental: Asociación Nacional de Afectados del Síndrome de 
Alienación Parental oficina Costa Rica. 
 

Es un grupo de padres y madres preocupados por una problemática 
existente en Costa Rica desde hace muchos años, y a la que 
lamentablemente, no se le ha prestado la atención debida por parte de 
autoridades y entes implicados en los procesos de divorcio y separación de 
los hijos…Los padres que han sufrido la separación injustificada de los hijos 
por períodos largos de tiempo que van desde meses hasta años, así como 

                                            
 
42 Recuperado de URL: http://parentalalienationcanada.blogspot.com/.  Traducción propia. 
 
43 Recuperado de URL: http://www.psycare.com/what-we-treat/.  Traducción propia. 
 
44 Recuperado de URL: http://www.papapresente.org/inicio.asp.  

http://parentalalienationcanada.blogspot.com/
http://www.papapresente.org/inicio.asp
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el incumplimiento de sentencias de regímenes de visitas, denuncias falsas 
de abuso sexual o agresión física y psicológica en juzgados de violencia, 
ocultamiento de los hijos, sustracción internacional de menores, tiempos 
reducidos de convivencia en regímenes supervisados, inculcación maliciosa, 
alienación parental, y la inacción y hasta discriminación en general de las 
autoridades e instituciones que regulan la materia de derecho de familia, así 
como de la niñez y adolescencia. 
Nuestro objetivo principal es ofrecer una primera ayuda a personas y 
familias que han vivido con este tipo de situaciones, así como generar un 
cambio en las instituciones y la sociedad en general, tendiente a prevenir y 
corregir este tipo de problemas45. 

 
En nuestro país, los escenarios donde se presentan los conflictos relacionados 
con disputas en el entorno familiar: el Juzgado de Familia, el Juzgado de 
Pensiones Alimentarias, el Juzgado Contra la Violencia Doméstica, la Fiscalía y 
el Juzgado Penal, todos del Segundo Circuito Judicial de San José. También, se 
dirimen casos de esta índole, en el Tribunal de Familia del Primer Circuito 
Judicial de San José46. 
 
La investigación realizada por Ramírez en Costa Rica señala como resultados 
de los estudios de casa que “Estos papás, en su función paternal, se sienten sin 
posibilidad de defenderse, pues las madres, son las que tienen el poder y el 
control sobre sus hijos”47. Esta práctica debe ser descartada de la dinámica 
familiar, es decir, el cuidado, la convivencia, la atención y todas las actividades 
relacionadas con la crianza de los hijos deben ser compartidas en igualdad de 
condiciones por cada uno de los progenitores, para ir de esta manera cambiando 
las practicas patriarcales que le dan al hombre su papel de proveedor familiar y a 
la madre como encargada del cuidado de los hijos. Ya que los hombres en los 
procesos judiciales señalan: 
 

Los padres entrevistados se perciben como víctimas de un sistema patriarcal, 
que acuerpa a las madres en los procesos de desparentalización, 
validándoles sólo su función paterna, como proveedores económicos y cada 
vez, que ellos intentan posicionarse o mostrar otras funciones parentales, son 
inhibidos, censurados e incluso, castigados. Esta experiencia la viven con 
dolor, frustración e incluso, enojo, sentimiento que no pueden externar porque 
si lo hacen, son tildados de “agresores”, terminan siendo aún más 

                                            
 
45 Recuperado de URL: http://www.ofcostarica.com/anasap/.  
 
46 Ramírez Acuña, David Alonso, Ph. D. La desparentalización impuesta al padre, separado o 
divorciado: secuelas psicosociales. Estudio de Casos. San José, Costa Rica: Ediciones 
Universitarias, 2011. Pág. 81. 
 
47 Ibídem. 

http://www.ofcostarica.com/anasap/
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sancionados, justificando con ello, además, un mayor alejamiento de sus 
hijos… 
…El feminismo crítico no duda en afirmar y en la investigación resulta 
palpable, que el sistema aún, refuerza el mandato patriarcal de no educar, ni 
socializar, ni validar al hombre, en funciones, las parentales no tradicionales. 
Él debe ser un buen proveedor, de lo demás se encarga la madre, lo cual 
genera, actualmente, en las mujeres madres, quienes conviven o no con el 
padre de sus hijos, una doble jornada laboral, situaciones de estrés adicional, 
menor acceso a las oportunidades de crecimiento personal, laboral o 
académico. Fomenta además, padres que no se muestran interesados, ni 
comprometidos o no se sienten capaces de ejercer satisfactoriamente, una 
función protagónica en la crianza y la educación de sus hijos, delegando casi 
siempre, cuando tienen la oportunidad de ejercer sus funciones paternas. 
Este encargo en terceras personas: la abuela paterna, su nueva consorte, 
una institución o una nana. Lo anterior, también, deriva en un sentimiento de 
abandono por parte de la prole, la cual se percibe no deseada o inaceptada, 
en la vida de sus progenitores y en éstos, una serie de gastos en tiempo, 
energía y recursos, que pudieran avocarse, a mejorar su propia calidad de 
vida y la de sus hijos48.  

 
Usar a los hijos como medio para herir o vengarse de cualquiera de los padres 
es una práctica censurable desde todo punto de vista y la misma debe ser 
erradicada no solo del ámbito que se genera posterior a la ruptura del vínculo 
matrimonial o de pareja sino de la cotidianidad de la familia. 
 
El hombre, como figura paterna, debe luchar por su plena participación en la 
crianza de sus hijos desde la concepción de estos y no posterior a una 
disolución del vínculo que los une a ellos, sea este matrimonio o unión libre. 
 
En Costa Rica la Alienación Parental no ha sido reconocida en el ambiente 
judicial como un causal de denuncia o investigación, a pesar de existir 
investigaciones y organizaciones que admiten la presencia de este fenómeno en 
la cotidianidad de muchas personas adultas y sus hijos. De igual forma el colegio 
de Profesionales en Psicología  señala49:  
 

Sin embargo, en el marco de la salud mental el SAP no ha sido 
reconocido por las máximas autoridades en materia de psicología, 
psiquiatría y salud, debido a que carece de consenso científico por no 
reunir los criterios metodológicos científicos necesarios para ser 
aceptado (INAMU, 2013). Es por esto que se considera un concepto 
pseudocientífico, y por lo tanto se ha rechazado su inclusión en las 

                                            
 
48 Ibídem. 
 
49 Recuperado de http://psicologiacr.com/el-sindrome-de-alienacion-parental-sap/. 
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listas de trastornos patológicos de los manuales diagnósticos oficiales, 
como el CIE-10 (Organización Mundial de la Salud) y el DSM-5 
(Asociación Americana de Psiquiatría). 

 
Por lo que a luz de los cambios incluidos en el CIE-11 es conveniente consultar 
la posición de dicha entidad sobre el SAP. Asimismo se recomienda el uso del 
concepto reconocido por la Organización Mundial de la Salud en dicho manual, 
es decir Alienación Parental. 
 
IV.-   ASPECTOS DE JURÍDICOS DE FONDO  
 
A continuación esta asesoría va a profundizar sobre el tema de la autoridad 
parental, en este caso con un enfoque jurídico de lo que constituye la guarda, 
crianza y educación del menor, el régimen de visita, a la luz del principio superior 
del niño o niña. 
 

4.1.   Autoridad Paternal o Patria Potestad 
 

Es una potestad familiar, irrenunciable, intransferible, imprescriptible, temporal, 
relativa, no transable, que se extingue por la mayoría de edad del menor, por 
orden judicial o por muerte del titular. La ejercen conjuntamente el padre y la 
madre de la persona menor de edad  y a falta de acuerdo o al  declarar el 
divorcio, el Tribunal o Juzgado de Familia, tomando en cuenta el interés de los 
hijos menores y las aptitudes física y moral de los padres, determina a cuál de 
los cónyuges confía la guarda, crianza y educación de aquéllos.50  
 
De acuerdo con el Juez de Familia Mauricio Chacón Jiménez “(…) Hombres y 
mujeres tienen los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, 
cualquiera que sea su estado civil, en materias relacionadas con sus hijos. La 
patria potestad no es un bloque compacto cuya pérdida, suspensión o no 
ejercicio pueda decretarse en la sede judicial. Es un conjunto de derechos y de 
obligaciones inherentes a la paternidad y a la maternidad. Sin embargo, en 
protección del interés superior de la persona menor de edad, algunos de esos 
derechos o atribuciones del progenitor pueden ser perdidos, suspendidos o no 
ejercidos”.51 

                                            
 
50 Confiere los derechos e impone los deberes de orientar, educar, cuidar, vigilar y disciplinar a 
los hijos y las hijas; esto no autoriza, en ningún caso, el uso del castigo corporal ni ninguna otra 
forma de trato humillante contra las personas menores de edad (artículo 143 del CF). Es 
irrenunciable e inmodificable salvo lo dispuesto para la separación y divorcio por mutuo 
consentimiento, en cuanto se refiera a la guarda, crianza y educación de los hijos (artículo 141 
CF). Su ejercicio compete a los padres y comprende la administración de bienes y 
representación legal (artículo 140 CF). 
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4.2. Guarda, crianza y educación 

 
Son atributos de la patria potestad “(…) Los poderes-deberes de cuidar a la 
persona menor de edad, de tenerlos en su compañía (guarda), proporcionarles 
los alimentos y los estímulos físicos para su adecuado desarrollo (crianza), y 
prepararlos para su vida (educación), son inherentes a las dos personas 
progenitoras (padre y madre)”52 
 
Pueden ser modificados o alterados en su ejercicio cuando se presenta una 
separación entre los padres (Artículos 56 y 152 del Código de Familia). De 
acuerdo con el Tribunal de Familia “(…) La patria potestad es un conjunto de 
derechos y deberes (potestades, poderes-deberes) que los padres tienen con 
respecto a la persona y a los bienes de sus hijos menores de edad.  Comprende 
básicamente tres contenidos: a) Contenido personal: abarca el poder deber 
de cuidar al menor, velar por su integridad física y psíquica (guarda), 
proporcionarle los alimentos y atender sus necesidades fundamentales 
para su adecuado desarrollo (crianza) y prepararlo para la vida 
(educación)…”53 (Lo destacado en negrita no pertenece al original)  
 
          4.3.    Régimen de visitas 

 
El régimen de interrelación de los menores con sus padres es más comúnmente 
denominado en Costa Rica como “Régimen de Visitas”. No obstante, la 
jurisprudencia y la doctrina,54 considera pobre e insuficiente un concepto 

                                                                                                                                  
51 “Un comentario a propósito del Voto 12019-2006 de la Sala Constitucional”. Disponible en 
https://www.poder-judicial.go.cr/salasegunda/index.php/revista/revista-6/23-revista/revista-4/47-
revista4-comentario-de-jurisprudencia. 
 
52 http://pani.go.cr/preguntas-frequentes. 
 
53 Resolución número 830-04 de las diez horas del veintiséis de mayo del dos mil cuatro 
 
54 El Tribunal de Familia mediante el Voto Nº484-05 de las trece horas, veinte minutos del 
veintisiete de abril de dos mil cinco, señala:  
“Desde luego es palpable la limitación terminológica de la palabra con que tradicionalmente se 
ha designado. Un autor español que ha profundizado aceptablemente el tema puntualiza lo 
siguiente: 
“...Uno de los primeros problemas que plantea la institución que aquí estudiamos es el 
terminológico: el de la denominación que la individualice frente a otras, con un significante 
idóneo y comprensivo de su contenido y efectos. Es evidente que la expresión “derecho de 
visita”, que hasta ahora vengo manejando por ser la más habitual y conocida, resulta hoy pobre e 
insuficiente para recoger y denominar jurídicamente la figura a que me refiero, que tiene en la 
actualidad, en todos los sistemas jurídicos, un contenido efectual y relacional mucho más amplio 
de lo que sugiere aquella denominación clásica y semánticamente la palabra visita…. 
Pero, como acabo de decir, ese término es demasiado pobre y no expresa correctamente una 
relación entre personas que es mucho más rica que aquella mera posibilidad de ver y visitar a un 
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delimitado a la acción de “visitar”, siendo que las relaciones personales que se 
pueden establecer entre un hijo y un progenitor que no posea su custodia, son 
muchos más amplias, razón por la que se ha dado la utilización –aunque tímida- 
de los términos “interrelación familiar”. Así, por ejemplo, en el Voto Número 720-
03 del Tribunal de Familia, dictado a las ocho horas quince minutos del 
veintiocho de mayo del dos mil tres, se lee:  “El régimen provisional de 
interrelación familiar (que es una denominación más precisa para el llamado 
régimen de visitas) tiene su fundamento en la normativa procesal y de fondo de 
la materia. Adoptar como regla que el régimen de visitas únicamente se puede 
otorgar por sentencia, sería ir en contra de los principios del derecho de familia 
(artículos 3 de la Convención sobre Derechos del Niño y 2 del Código de 
Familia), y olvidar que el derecho procesal debe servir para aplicar el derecho 
de fondo (artículo 3 del Código Procesal Civil)”55. 
 

                                                                                                                                  
menor, al comprender en la muy mayor parte de los casos muchas otras formas de 
comunicación (telefónica, cartas noticias indirectas), llegando incluso a una convivencia de días 
o de semanas entre “visitante” y menor “visitado”. Por este motivo se va generalizando el empleo 
de expresiones más amplias y comprensivas, tanto en textos legales como en la doctrina. Haré 
un sencillo muestreo. 
El derecho suizo, tras la reforma de 1976, se habla de “relations personelles”, “droit aux relatios 
personelles” y “droit d entreténir relations personelles (arts. 156 y 273 del Cc suizo, versión 
francesa); y no aparece ni una sola vez la palabra “visite” en los preceptos de referencia. La 
doctrina suiza reciente también maneja esos términos con preferencia. En la jurisprudencia y en 
algún autor anterior a la reforma de 1976 se emplea todavía la expresión “derecho de visita” 
junto a la de “relaciones personales”. 
Dígase lo mismo del Derecho alemán, que emplea la palabra “Umgangrecht”, “derecho de trato” 
o “de relaciones” (o a relacionarse) en los parágrafos 1632.2, 1634 y 1711, sustancialmente, 
término ya general y único en doctrina y jurisprudencia. 
En Derecho inglés se ha generalizado los términos “acces” y “right of acces” tanto en las 
recientes Acts reguladoras del Derecho de familia como en la doctrina; y más recientemente, tras 
la Children Act 1989, “contact” y “contact orders” 
Nuestro propio Código Civil *–el autor se refiere al español-, diversificando los términos (a partir 
del clásico” derecho de visita”) habla de “derecho de relacionarse” (los padres con sus hijos) y de 
“relaciones personales” (art. 160), “visitarle y relacionarse con él” (art. 161) y de “visitas, 
comunicación y estancia” (art. 90-A), “visitarlos, comunicar con ellos y tenerlos en su compañía” 
(art. 94) y “comunicar con ellos y tenerlos en su compañía” (art. 102.1)...” (RIVERO 
HERNÁNDEZ, FRANCISCO: El derecho de visita, José Ma. Bosch Editor S.L, Barcelona, 
España, 1996, páginas 20 y siguientes).   Este autor español -Francisco Rivero Hernández- hace 
su sugerencia terminológica, ante el “valor semántico excesivamente estrecho de la tradicional 
palabra “visitas””:  “No tanto por esos precedentes sin en razón de su justificación, fines que 
persigue y contenido relacional, entiendo que serían expresiones más correctas y apropiadas 
hoy, y en nuestro sistema jurídico (como ya hemos visto en otros), las de “derecho de 
comunicación”, o “derecho de relación” o a “relacionarse”, o “derecho a relaciones personales” 
por dejar apuntada alguna.” (Op.cit. p. 22).- 
 
55 En igual sentido puede ser consultado el Voto Número 723-03 a las ocho horas treinta minutos 
del veintiocho de mayo del dos mil tres en el que se lee: “Por el momento no se encuentra 
ninguna razón que impida la práctica de un régimen provisional de interrelación familiar (que es 
una denominación más precisa para el llamado régimen de visitas), 
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Ahora bien, con independencia del término, el régimen de visitas establece la 
forma y condiciones de relación del padre que no vive con el menor de edad; 
condiciones que pueden adoptarse por ambos cónyuges o convivientes de 
mutuo acuerdo o por los tribunales de familia en el contexto de procesos de 
separación, nulidad o divorcio. En dichas condiciones, se establecen aspectos 
relativos al tiempo, modo y lugar en donde se ejercerá el derecho de visita y de 
comunicación con los menores de edad por parte de uno de los progenitores 
que no posee su custodia. 
 
El régimen de visitas se encuentra regulado en el derecho internacional, 
propiamente en el artículo el artículo 9, párrafo tercero de la Convención de los 
Derechos del Niño, Ley Nº 7184 del 18 de julio de1990 que establece que: “Los 
Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o 
de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con 
ambos padres, de modo regular, salvo si ello es contrario al interés 
superior del niño.”  
 
Por su parte, el Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores, Ley Nº 7746 del 23 de febrero de 1998 señala en el 
artículo 5 inciso b, “el “derecho de visita” comprenderá el derecho de llevar 
al menor, por un tiempo limitado, a otro lugar diferente a aquel en que 
tiene su residencia habitual” y la Convención Interamericana sobre 
Restitución Internacional de Menores, dispone en el artículo 3, lo siguiente: 
 

“Artículo 3. Para los efectos de esta Convención:... b) El derecho de 
visitas comprende la facultad de llevar al menor por un periodo limitado 
a un lugar diferente al de su residencia habitual...” 

 
En lo que se refiere a nuestra legislación se encuentra regulado por los artículos 
56 y 152 del Código de Familia56, así como en los artículos 35 y 131 inciso a) 

                                            
 
56 ARTICULO 56.- 
Al declarar el divorcio, el Tribunal, tomando en cuenta el interés de los hijos menores y las 
aptitudes física y moral de los padres, determinará a cuál de los cónyuges confía la 
guarda, crianza y educación de aquéllos. Sin embargo, si ninguno de los progenitores está en 
capacidad de ejercerlas, los hijos se confiarán a una institución especializada o persona idónea, 
quienes asumirían las funciones de tutor. 
El Tribunal adoptará, además, las medidas necesarias concernientes a las relaciones 
personales entre padres e hijos. 
Cualquiera que sea la persona o institución a cuyo cargo queden los hijos, los padres quedan 
obligados a sufragar los gastos que demanden sus alimentos, conforme al artículo 35. 
Lo resuelto conforme a las disposiciones de este artículo no constituyen cosa juzgada y el 
Tribunal podrá modificarlo de acuerdo con la conveniencia de los hijos o por un cambio de 
circunstancias. 
ARTICULO 152.- 
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del Código de la Niñez y la Adolescencia57, así como por el artículo 3 inciso h) 
de la Ley Contra la Violencia Doméstica58, Ley Nº 7586 del 10 de abril de 1996, 
por cuanto suspende el derecho de visita a los hijos e hijas menores de edad 
que estén siendo objeto de medidas de protección necesarias para garantizar la 
vida, integridad y dignidad por causa de violencia doméstica. 
 
Con base en la jurisprudencia emanada por el Tribunal de Familia exploramos 
algunos de los principales componentes que deben ser tomados en cuenta, en 
torno al derecho de interrelación familiar de los menores con sus padres. 
 

a. Finalidad 
 
De acuerdo con lo que ha indicado la jurisprudencia tiene como fin preservar los 
lazos familiares con el progenitor que por diversas razones, no conviva con el 
menor de edad partiendo de la premisa de que no se concederá, solo en casos 
en que la interrelación se constituya, en un peligro para la persona menor de 
edad.  Véase lo siguiente: 
 

“El propósito del reconocimiento del derecho en cuestión no es otro que 
fomentar y favorecer, máxime cuando se les dificulta hacerlo de manera 
habitual por algún motivo fáctico —un conflicto o enfrentamiento— o 
jurídico —por ejemplo, la asignación exclusiva de su guarda, crianza y 
educación—, la interacción (verse, tratarse y conocerse mejor) y el 
intercambio afectivo entre el hijo o la hija y el padre o la madre no 
conviviente y, en última instancia, mitigar o reducir, sobre todo para aquel 

                                                                                                                                  
En caso de divorcio, nulidad de matrimonio o separación judicial, el Tribunal, tomando en 
cuenta primordialmente el interés de los hijos menores, dispondrá, en la sentencia, todo lo 
relativo a la patria potestad, guarda, crianza y educación de ellos, administración de 
bienes y adoptará las medidas necesarias concernientes a las relaciones personales entre 
padres e hijos y los abuelos de éstos. Queda a salvo lo dispuesto para el divorcio y la 
separación por mutuo consentimiento. Sin embargo, el Tribunal podrá en estos casos improbar o 
modificar el convenio en beneficio de los hijos. 
Lo resuelto conforme a las disposiciones anteriores no constituye cosa juzgada y el Tribunal 
podrá modificarlo por vía incidental, a solicitud de parte o del Patronato Nacional de la Infancia, 
de acuerdo con la conveniencia de los hijos o por un cambio de circunstancias. (Lo destacado no 
pertenece al original) 
57 Artículo 35°- Derecho a contacto con el círculo familiar. 
Las personas menores de edad que no vivan con su familia tienen derecho a tener contacto con 
su círculo familiar y afectivo, tomando en cuenta su interés personal en esta decisión. Su 
negativa a recibir una visita deberá ser considerada y obligará a quien tenga su custodia a 
solicitar, a la oficina local del Patronato Nacional de la Infancia, que investigue la situación. La 
suspensión de este derecho deberá discutirse en sede judicial. 
58 Artículo 3.- Medidas de protección 
Cuando se trate de situaciones de violencia doméstica, la autoridad competente ordenará 
cualquiera de las siguientes medidas de protección: 
(…) 
h) Suspenderle provisionalmente a la presunta persona agresora el derecho de visitar a los hijos 
e hijas menores de edad, en los casos en que esta ejerza algún tipo de agresión. 
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o aquella, las secuelas de la separación familiar y evitar que su proceso de 
crecimiento, desarrollo y socialización esté marcado por la pérdida 
paulatina del cariño, del contacto y de la guía de quien es o debería ser 
uno de sus referentes primarios.”59 (Lo subrayado no pertenece al original) 
 

b. Alcances  

 
Se considera que es mucho más que el derecho de visita en el tanto también 
deben de garantizarse otras formas de comunicación y puede regularse la 
estancia domiciliar temporal. Se parte de que la persona menor tiene derecho a 
desarrollar y, en su caso, a preservar su vínculo paterno o materno y debe 
evitarse cualquier entorpecimiento que restrinja o aminore ese derecho. Pero 
además, este derecho no se debe interpretar y aplicar restrictivamente 
únicamente al caso de los progenitores, abarca a otros miembros del grupo 
familiar.60 
 

"En la actualidad, el “derecho de visita” tiene un contenido mucho más amplio 
de lo que sugiere esa clásica expresión. Su objeto es un conjunto de 
relaciones interpersonales que van desde la "visita" en sentido estricto hasta 
formas de comunicación (derecho a la comunicación) y estancias o 
convivencias temporales (derecho de estancia) entre dos personas, una 
de las cuales es, por lo general, menor de dieciocho años, que, por algún 
motivo fáctico —un conflicto o enfrentamiento— o jurídico —la asignación 
exclusiva de la guarda, crianza y educación a uno de sus progenitores—, 
tienen alguna dificultad para relacionarse de manera habitual. Por su medio 
se pretende fomentar y favorecer la interacción (verse, tratarse y conocerse 
mejor) y el intercambio afectivo entre ambas, generalmente el progenitor o la 
progenitora y el hijo o la hija y, en última instancia, mitigar o reducir, sobre 
todo para esta última persona, las secuelas de la separación familiar y evitar 
que su proceso de crecimiento y desarrollo esté marcado por la pérdida 
paulatina del cariño, del contacto y de la comunicación con alguno de sus 
referentes o de quien debería serlo”. 61 

                                            
 
59 VOTO NÚMERO: 470 -2018. TRIBUNAL DE FAMILIA. San José, a las quince horas y tres 
minutos del diecisiete de abril de dos mil dieciocho 
 
60 “La interrelación familiar con los abuelos o abuelas como ocurre en este caso, que es la abuela 
paterna quien acciona, es un derecho humano de la persona menor de edad a mantener un 
vínculo con su familia extensa, a fin de disfrutar momentos de esparcimiento y estrechar vínculos 
con esta parte de la familia con quien también los unen lazos de afectividad, a menos de que 
resultare perjudicial o inconveniente para las personas menores de edad, situación que no es el 
caso que nos ocupa, pues quedó demostrado en los autos, que existe vinculación entre la actora 
y sus nietos, y que esta no es perjudicial para los niños, pues en el pasado ella representó una 
parte importante en la vida de ellos. ( artículo 3, 5,9 y 12 de la Convención sobre los Derechos 
de los Niños” Sentencia: 00615 Tribunal de Familia a las quince joras seis minutos del 17 de julio 
de 2017- 
 
61  Tribunal de Familia. Sentencia: 00958  de 30 de octubre de 2017. 
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c. Condiciones para su otorgamiento. 

 
Ya sea que se trate del régimen provisional o definitivo, la jurisprudencia ha 
indicado que las condiciones para su otorgamiento deben de darse dentro de lo 
posible en armonía plena entre padres e hijos, pero especialmente deben ser 
viables, por lo que se deben tomar en cuenta aspectos laborales, educativos, 
recreativos, horarios, dirección de los domicilios. 
 

“Los progenitores, siempre podrán acordar horarios flexibles y amplios que 
favorezcan a sus hijos, sin necesidad de acudir a la vía judicial, máxime en 
un caso con el que nos ocupa, donde el trabajo, los horarios y la carga 
laboral, pueden incidir de forma directa en la manera en que se 
desenvuelven las relaciones paterno filiales, entendiendo como el contacto 
de los menores con el progenitor no cuidador y su familia extensa, parte de 
su desarrollo integral del niño y la obligación de los padres de ofrecerles a 
sus hijos un ambiente familiar libre de toda violencia y manipulación.-” 62 
 

d. Otorgamiento provisional supervisado 
 
En la ponderación del mejor interés del menor, los tribunales adoptan la decisión 
de que en casos que lo ameriten se otorgan medidas de interrelación con 
carácter provisional y bajo supervisión esto con el fin de que no se pierda el 
vínculo del menor con su progenitor y mientras se resuelven aspectos relativos 
al proceso judicial. 
 

“El derecho de interrelación entre padres e hijos más que un derecho de los 
padres, como se ha expuesto, es un derecho de las personas menores de 
edad. El agravio en que se sustenta la apelación, en el sentido de que 
deben de realizarse las valoraciones periciales previo al otorgamiento de 
cualquier régimen no es de recibo, máxime que lo que aquí se está 
disponiendo es un régimen de visitas supervisado por el departamento de 
Trabajo Social y Psicológica. Un régimen como el dispuesto, es un régimen 
que permite no se pierda el vínculo y la relación entre madre e hijo, claro 
está, mientras el proceso avanza en su investigación, se evacua la prueba y 
se llega a una sentencia de fondo respecto a la pretensión planteada. 
Preliminarmente la medida cautelar dictada cumple con los presupuestos de 
la apariencia de buen derecho y peligro en la demora, presupuestos 
necesarios para el dictado de una medida de este tipo. Nótese que la actora 
aquí es la madre del menor (Folio 1), y además, dado los problemas que 
ambos padres han tenido, y que han afectado al menor, es importante que 
ese vínculo, en este caso, madre-hijo se pueda reanudar, y el régimen 
planteado va en ese objetivo, lo que así debe ser declarado.” 63 

                                            
 
62 Tribunal de Familia. Sentencia Nº 346 de las 8 horas 42 minutos del 9 de marzo de 2018 
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A manera de conclusión podemos decir que el régimen de interrelación familiar 
en Costa Rica es un derecho de la persona menor de edad que emana del 
contenido de los artículos 51 y 55 de la Constitución Política así como de las 
disposiciones que con grandes lineamientos generales enuncia la Convención 
sobre los Derechos del Niño. La jurisprudencia del Tribunal de Familia ha 
desarrollado con mayor amplitud este derecho estableciendo que sus alcances 
van a más allá del simpe derecho de visita del progenitor que no comparte el 
techo con el menor y exaltando el papel que este derecho juega en el desarrollo 
integral de los niños pues la interacción y el intercambio afectivo entre el 
progenitor no conviviente y su hijo genera beneficios emocionales y contribuye 
al adecuado desarrollo de la personalidad. 
 
Toda legislación dirigida a regular las bases o procedimientos del derecho a la 
interrelación familiar debe partir del interés superior del niño entendido como 
derecho sustantivo, principio jurídico interpretativo fundamental y norma de 
procedimiento, asegurando que las normas que se propongan sean garantía de 
que ese derecho se pondrá en práctica siempre que dicha norma no afecte al 
niño siendo en todo momento  prioritario garantizar la satisfacción integral de 
sus derechos. 
 

4.4.   Principio del interés superior del menor de edad 

 
El principio del interés superior del menor se encuentra regulado en el artículo 3 
de la Convención Sobre los Derechos del Niño64, así como en los artículos 51 y 
55 de la Constitución Política de donde se desprende el interés del 
Constituyente de otorgar protección especial del Estado a los menores de 
edad.65 

                                                                                                                                  
63 Sentencia: 00117. Tribunal de Familia a las 8 horas 42 minutos del 14 de febrero de 
2017.Expediente: 16-000968-0186-FA 
 
 
 
64 ARTICULO 3. 1. En todas las medidas concernientes a los niños, que tomen las instituciones 
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del 
niño. 
 
65 “El legislador Constituyente en aras de proteger a la madre y al menor, creó con rango 
Constitucional, el Patronato Nacional de la Infancia, convirtiéndola en la Institución rectora, por 
excelencia, de la niñez costarricense. Este sentimiento expresado en esta norma, está 
indudablemente unido también al interés de proteger a la familia como uno de los pilares 
fundamentales de nuestra sociedad. Los artículos 51 y 55 preceptúan pues, dos de los valores 
más arraigados de nuestro pueblo, valores que gracias a la aprobación de la Convención de 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, hoy son compartidos a nivel mundial, existiendo 
consenso sobre el deber del Estado de proteger siempre, el interés superior del menor.” Sala 
Constitucional Sentencia Nº 227-93 
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La Convención Internacional enuncia una serie de principios rectores y 
protectores de la niñez, sienta las bases mínimas para que los Estados Parte 
armonicen sus leyes y políticas a los derechos fundamentales integrales a la 
dignidad humana de toda las personas con énfasis en los niños y niñas, 
aspectos que desarrolla, implementa e instrumentaliza en buena parte el Código 
de la Niñez y Adolescencia, como mejor lo explica el doctor Gilbert Armijo: 
 

“Esta situación es entendible si se parte de que los instrumentos 
internacionales, por ejemplo, la Convención sobre los Derechos del Niño no 
es un código omnicomprensivo. Los tratados y convenios sobre el tema 
contienen las normas generales o programáticas, que se traducen en los 
principios rectores de la sociedad. Sin embargo, no es un código donde se 
regulen todos y cada uno de los supuestos. Por ello, necesariamente debe 
remitirse, expresa o tácitamente, al resto del sistema jurídico. Solamente es 
cognoscible y comprensible a través de las disposiciones que la desarrollan. 
En esa medida, para parte de la doctrina, ese derecho positivo constituye la 
garantía para su ejercicio y goce; sin él, los derechos humanos quedarían 
reducidos a simples formulaciones teóricas, sin embargo, la Sala 
Constitucional sostiene un criterio diferente, pues les reconoce a los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos plena eficacia jurídica 
e incluso con un valor superior a cualquier otra norma del ordenamiento 

jurídico”.66 
 
Si bien es cierto, como lo refiere el citado autor, el Código de la Niñez y 
Adolescencia no regula todos los principios contenidos en el Convenio 
internacional, la Procuraduría General de la República ha señalado que “(…) 
Para hacer efectivos los postulados de la Convención sobre los Derechos del 
Niño, Costa Rica incorpora toda su normativa a la legislación interna creando el 
Código de la Niñez y la Adolescencia, en el que se establecen una serie de 
disposiciones aplicables….”67 
 
Dicho Código es el marco jurídico actual “(…) para la protección integral de los 
derechos de las personas menores de edad. Establece los principios 
fundamentales tanto de la participación social o comunitaria como de los 
procesos administrativo y judicial que involucren los derechos y las obligaciones 
de esta población.”68.   
 

                                            
 
66 Armijo, Gilbert. LA TUTELA SUPRACONSTITUCIONAL DE LOS  DERECHOS HUMANOS EN 
COSTA RICA. Tomado de: http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718-
00122003000100005#autor1 
 
67 OJ-117-2005 de 08 de agosto, 2005 
 
68 Artículo 1 de Ley Nº 7739 de 6 de enero de 1988 
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En ese instrumento jurídico se desarrolla una serie de disposiciones concretas, 
así los grandes lineamientos generales contenidos en la Convención 
Internacional con énfasis en el llamado “interés superior del niño”69. Sobre dicho 
principio, el numeral 5 dispone:  
 

"Interés superior. Toda acción pública o privada concerniente a una persona 
menor de dieciocho años, deberá considerar su interés superior, el cual le 
garantiza el respeto de sus derechos en un ambiente físico y mental sano, en 
procura del pleno desarrollo personal. La determinación del interés superior 
deberá considerar: a) Su condición de sujeto de derechos y 
responsabilidades. b) Su edad, grado de madurez, capacidad de 
discernimiento y demás condiciones personales. c) Las condiciones 
socioeconómicas en que se desenvuelve. d) La correspondencia entre el 
interés individual y el social". 

 
De acuerdo con la investigación “El interés superior del niño. Interpretaciones y 
experiencias latinoamericanas” promovida por el Sistema de Información de la 
Primera Infancia SIPI y la UNICEF70 el interés superior del niño es un principio 
garantista en el tanto (…) toda decisión que concierna a los menores de edad 
debe ser prioritaria para garantizar la satisfacción integral de sus derechos”.71 
 
Según el Comité de los derechos del niño, de la Organización de Naciones 
Unidas, en su Observación General 14, aprobada en el año dos mil trece citado 
por el Tribunal de Familia en Sentencia: 00045 de 23 de enero de 2018, dicho 
Comité exalta la triple significación que encierra el concepto del interés superior 
del niño de la siguiente manera: 
 

“a) Un derecho sustantivo: el derecho del niño a que su interés superior sea 
una consideración primordial que se evalúe y tenga en cuenta al sopesar 
distintos intereses para tomar una decisión sobre una cuestión debatida, y la 
garantía de que ese derecho se pondrá en práctica siempre que se tenga que 
adoptar una decisión que afecte a un niño, a un grupo de niños concreto o 
genérico o a los niños en general. El artículo 3, párrafo 1, establece una 
obligación intrínseca para los Estados, es de aplicación directa (aplicabilidad 
inmediata) y puede invocarse ante los tribunales. 
 

                                            
 
69 Algunos otros principios contenidos en la Convención son el de no discriminación (art.2) el 
derecho a la supervivencia y desarrollo (art.6) y el derecho a formarse juicio propio, expresar 
libremente la opinión y ser tomados en cuenta (art.12) 
 
70 Investigación elaborada por SILVINA ALEGRE,  XIMENA HERNÁNDE, Z CAMILLE ROGER, 
en marzo de 2014. Tomada de: 
http://www.sipi.siteal.org/sites/default/files/sipi_publicacion/sipi_cuaderno_05_interes_superior_ni
no.pdf 
 
71 Ibídem. P.p. 3 
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b) Un principio jurídico interpretativo fundamental: si una disposición 
jurídica admite más de una interpretación, se elegirá la interpretación que 
satisfaga de manera más efectiva el interés superior del niño. Los derechos 
consagrados en la Convención y sus Protocolos facultativos establecen el 
marco interpretativo. 
 
c) Una norma de procedimiento: siempre que se tenga que tomar una 
decisión que afecte a un niño en concreto, a un grupo de niños concreto o a 
los niños en general, el proceso de adopción de decisiones deberá incluir una 
estimación de las posibles repercusiones (positivas o negativas) de la 
decisión en el niño o los niños interesados. La evaluación y determinación del 
interés superior del niño requieren garantías procesales. Además, la 
justificación de las decisiones debe dejar patente que se ha tenido en cuenta 
explícitamente ese derecho. En este sentido, los Estados partes deberán 
explicar cómo se ha respetado este derecho en la decisión, es decir, qué se 
ha considerado que atendía al interés superior del niño, en qué criterios se ha 
basado la decisión y cómo se han ponderado los intereses del niño frente a 
otras consideraciones, ya se trate de cuestiones normativas generales o de 
casos concretos." 

 
Además de la amplitud que se observa del principio, pues se extiende a todas 
las autoridades públicas y privadas y trasciende incluso al ámbito familiar, el 
interés superior del niño es una norma de interpretación y resolución de 
conflictos y debe ser el eje de cualquier directriz, legislación o reglamento que 
suponga la adopción de decisiones que afecten a este grupo etario, por lo que 
resulta trascendental su acatamiento en especial ante propuestas como la que 
nos ocupa. 
 
En ese sentido, véase la sentencia de la Sala Constitucional Nº 3125-92 de las 
16:00 horas del 20 de octubre de 1992 que en cuanto interesa dice: 
 

“… III- Los principios señalados en los artículos 51 y 55 de la Constitución 
Política y 3, 4, 6, 18, 19, 24 y 27 de la Convención Sobre los Derechos del 
Niño, aprobada por la Ley 7184 de 18 de julio de 1990, en orden a declarar la 
obligación del Estado de otorgar especial protección al niño para su bienestar, 
apuntan todos ellos en una misma dirección y le dan la especial connotación 
de ser materia de interés público, en tanto en el niño como ser humano, como 
en la educación, preparación, desarrollo, contenido y conformación de los 
valores morales y espirituales con los que se les dote o inculquen, descansa 
el futuro de la nación costarricense. Por ello cuando la Constitución Política 
habla de la "Protección Especial" que el Estado debe otorgar al niño (arts. 51 
y 55), alude a que corresponde a los poderes públicos velar por que se haga 
efectiva esa garantía, tomando todas las medidas legislativas y 
administrativas adecuadas y compartiendo con los padres alcanzar la plenitud 
de esos propósitos, en la medida que corresponde a éstos dirigir la 
satisfacción de las necesidades materiales, así como orientar y promover su 
desarrollo espiritual y en general, todo lo que concurra a la determinación y 
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formación de la personalidad del niño, a fin que pueda incorporarse 
beneficiosamente a la sociedad.” 

 
En síntesis, toda propuesta legislativa en torno a los derechos de los niños debe 
sobrepasar necesariamente este principio, esto es, debe promover y garantizar 
efectivamente su desarrollo priorizar los intereses de los menores y adoptar  
medidas que más les favorezcan desde la perspectiva física, mental y social.  
 
4.5.   El síndrome de alienación parental (SAP) y la postura de Inamu 
 
De acuerdo Sabas Daniel Rodríguez Araya en su investigación intitulada: El 
síndrome de alienación parental en el derecho de familia de Costa Rica: 
abordaje legal como causal de suspensión y término de la autoridad paternal, el 
SAP se refiere a “(…) las acciones que buscan romper el vínculo afectivo entre 
algún progenitor y el hijo mediante la denigración de su imagen ante el hijo, 
obstaculizando así la sana interacción paterno/ materno filial, cerrando los 
canales de comunicación, de confianza y aceptación (Arias y Arias, s. f.). Se 
puede de igual manera entender el SAP, como las conductas que llevan a cabo 
el padre o la madre que tienen la custodia de un hijo o hija, e injustificadamente 
impiden las visitas y convivencias con el otro progenitor, causando en el niño o 
niña un proceso de transformación de conciencia que puede ir desde el miedo y 
el rechazo, hasta llegar al odio (Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
México, 2011). González (2014), por su parte, expone el síndrome de alienación 
parental como “la sistemática y consciente descalificación de uno de los 
progenitores hacia otro, utilizando a los hijos como agentes de censura, crítica y 
rechazo de modo injustificado” (p. 11).”72 
 
De acuerdo con dicho investigador en el caso de México, Brasil, España y 
Argentina, se ha legislado en torno al SAP “(…) países en los que producto de la 
manifestación de este tipo de violencia psicológica, fue necesario legislar con el 
propósito de propiciar una eficaz y eficiente tutela de los derechos e intereses 
de las personas menores de edad inmersas en este grave problema social.”73 
 
Por su parte el Colegio de Profesionales en Psicología de Costa Rica lo 
conceptualiza como “(…) un proceso de manipulación en el cual “uno de los 
padres (generalmente la madre), somete al hijo/a, en contra del otro progenitor 
(generalmente el padre), logrando de este modo alienar, quitar a ese padre de la 
vida del hijo/a, hasta hacerlo “desaparecer”, propiciando, en algunos casos, que 
el niño o la niña inventen que su padre abusó sexualmente de él/ella.” (Vaccaro, 

                                            
 
72 http://www.ulacit.ac.cr/files/archivos//DerechoEnSociedad10.pdf 
 
73 Ibídem 
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2005). Gardner acuña este término en calidad de perito judicial y en el marco de 
un litigio de divorcio por la tenencia de los hijos”.74 
 
Como ya se había advertido en un apartado anterior, dicho colegio profesional 
advirtió en el año 2015 que “(…) en el marco de la salud mental el SAP no ha 
sido reconocido por las máximas autoridades en materia de psicología, 
psiquiatría y salud, debido a que carece de consenso científico por no reunir los 
criterios metodológicos científicos necesarios para ser aceptado (INAMU, 2013). 
Es por esto que se considera un concepto pseudocientífico, y por lo tanto se ha 
rechazado su inclusión en las listas de trastornos patológicos de los manuales 
diagnósticos oficiales, como el CIE-10 (Organización Mundial de la Salud) y el 
DSM-5 (Asociación Americana de Psiquiatría). 75 
 
Con la anterior opinión y con fundamento en un pronunciamiento del INAMU, el 
colegio profesional no reconoce el SAP “como síndrome dentro del ejercicio de 
la psicología, en tanto constituye un modelo teórico de naturaleza argumental 
que se produce en un contexto legal”. No obstante, en el año 2018 la 
Organización Mundial de la Salud (OMS por sus siglas) incluyó en la 
Clasificación Internacional de enfermedades, que será la undécima edición 
y que entrará en vigor en 2022 para sustituir a la vigente desde 1990, el 
concepto Alienación Parental76. 

                                            
 
74 http://psicologiacr.com/el-sindrome-de-alienacion-parental-sap/. También de acuerdo con el 
digesto del Poder Judicial se lee: “Conjunto de síntomas resultantes del proceso por el cual uno 
de los padres, mediante distintas estrategias, cambia la conciencia de su hijo con el fin de 
impedir, obstaculizar o destruir los vínculos con el otro progenitor. Los hijos que sufren el 
síndrome de alienación parental desarrollan un odio patológico e injustificado hacia el progenitor 
alienado. “Según especialistas en la materia, algunos indicadores típicos que permitirían detectar 
síntomas de aplicación del Síndrome de Alienación Parental son: impedimento por parte de uno 
de los progenitores a que el otro progenitor ejerza el derecho de convivencia con sus hijos; 
desvalorizar e insultar al otro progenitor en presencia del hijo, aludiendo cuestiones de pareja 
que no tienen nada que ver con el vínculo parental; implicar al propio entorno familiar y a los 
amigos en los ataques al excónyuge; subestimar o ridiculizar los sentimientos de los niños hacia 
el otro progenitor; incentivar o premiar la conducta despectiva y de rechazo hacia el otro 
progenitor (basta con que los niños vean que esa actitud hace feliz a la madre o al padre, para 
ofrecer su dolor y así reconfortar al adulto alienador); influir en los niños con mentiras sobre el 
otro llegando a asustarlos. En los niños se puede detectar cuando éstos no pueden dar razones 
o dan explicaciones absurdas e incoherentes para justificar el rechazo; y también si utilizan 
frases o palabras impropias de su edad o llegando incluso a recordar y mencionar situaciones 
que no han sucedido” https://digesto.poder-judicial.go.cr/index.php/dicc/46902-
s%C3%ADndrome-de-alienaci%C3%B3n-parental 
 
75 Ibídem 12 de mayo de 2015. 
 
76 QE52.0 Caregiver-child relationship problema. Parent. QE52 Problem associated with 
interpersonal interactions in childhood. Description. Substantial and sustained dissatisfaction 
within a caregiver-child relationship associated with significant disturbance in functioning. 
Disponible en: https://icd.who.int/browse11/l-m/en#/http://id.who.int/icd/entity/547677013 

http://psicologiacr.com/el-sindrome-de-alienacion-parental-sap/
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Efectivamente, en torno al SAP se ha generado discusión y oposición respecto a 
su aplicación. Así por ejemplo en las recomendaciones del Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra las Mujeres según se lee en el séptimo 
informe periódico de Costa Rica de fecha 21 de julio del 2017 se indica en el 
acápite 17: 
 

“ii) Adoptar todas las medidas necesarias para desalentar el uso del 
"síndrome de alienación parental" por parte de expertos y de los 
tribunales en los casos de custodia;”77 

 
Dicha recomendación posee fundamento en la manifiesta preocupación del 
comité acerca del  “efecto negativo de la defensa de los grupos de derechos del 
padre y del discurso público sobre el denominado "síndrome de alienación 
parental".78 
 
A manera de conclusión, considera esta asesoría que al margen de las 
diferencias que existan en torno a la conveniencia o no de la aplicación del 
Síndrome de Alienación Parental como parámetro para procesos 
jurisdiccionales relacionados con la autoridad parental, no existe impedimento 
jurídico o constitucional para que se legisle en torno a ello y serán los criterios 
de oportunidad y conveniencia del legislador los que determinen la procedencia 
de la iniciativa legislativa en estudio. 
 
V.-   ANÁLISIS DEL ARTICULADO 

 
Artículo 1.  

 
El proponente define alienación familiar como “la indebida interferencia en la 
formación de una persona menor de edad promovida o inducida por uno de los 
progenitores, por sus abuelos, terceros, o por quienes tengan a la persona 
menor de edad bajo su custodia, guarda o vigilancia, para impedir, obstaculizar o 
destruir la convivencia, las relaciones personales con sus familiares hasta el 
cuarto grado de consanguineidad y segundo de afinidad”. 
 
Se sugiere la revisión de dicha definición por las siguientes razones. En primera 
instancia se recuerda que se trata de un síndrome que se refiere a las acciones 
que buscan romper el vínculo afectivo entre algún progenitor y el hijo mediante la 
denigración de su imagen ante el hijo, obstaculizando así la sana interacción 

                                            
 
77 https://www.inamu.go.cr/documents/10179/624787/Observaciones+finales+CEDAW+-
+VII+Informe+Periodico+CRI.pdf/684605c8-d96a-4337-9ee3-58a506642c75 
 
78 Ibídem 
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paterno/ materno filial, cerrando los canales de comunicación, de confianza y 
aceptación. Por lo anterior hacer referencia a “debida interferencia” que es un 
término jurídico indeterminado no sería lo apropiado. 
 
En segunda instancia pareciera que se pretende proteger las relaciones del 
menor de edad respecto de sus familiares hasta el cuarto grado de 
consanguineidad y segundo de afinidad lo que en nuestro criterio podría ser un 
exceso injustificado por cuanto el síndrome supone un odio patológico e 
injustificado hacia el progenitor alienado y no así a otros miembros de la familia. 
Recuérdese además que la autoridad parental la ejercen conjuntamente el padre 
y la madre del menor de edad de que se trate. 
 
Como tercer aspecto se sugiere la revisión o replanteamiento de la definición 
debido al uso de términos tales como “custodia, guarda o vigilancia” que 
ciertamente resultan ser términos indeterminados frente a otros términos propios 
del derecho de familia como: guarda, crianza y educación. 
 
Artículo 2.    
 
Se establecen formas típicas de alienación familiar. Se indica además en el 
primero de los párrafos que esos actos pueden ser realizados por el progenitor, 
directamente o por medio de terceros, aspecto éste último que en aras del 
cumplimiento del principio de seguridad jurídica, debe ser aclarado de mejor 
manera. 
 
Lo anterior lo indicamos por cuanto el SAP como tal, identifica a dos sujetos, uno 
activo que es el progenitor que incurre en acciones tendientes a romper el 
vínculo afectivo y la imagen del otro de los progenitores, sujeto pasivo.   
 
Al pretenderse ampliar el rango subjetivo a terceros, lo idóneo es que el 
legislador proceda a indicar en qué casos o circunstancias se puede tener por 
acreditado que el sujeto activo ha realizado acciones que califiquen de 
alienación parental por medio de terceros. 
 
Dado que la intención de este artículo de la propuesta es crear una tipicidad de 
conductas objeto de reproche por ser las mismas formas de alienación familiar, 
los nueve incisos que se establecen en este artículo deben considerarse 
numerus clausus, es decir, que fuera de las conductas allí descritas no podría el 
operador de la norma, eventualmente aprobado el proyecto de ley, sancionar por 
otras conductas distintas que,  aunque podrían representar casos de alienación 
parental, no se encuentren dentro de las contempladas aquí. Esto debe ser 
valorado por los legisladores, de acuerdo con su criterio de conveniencia y 
oportunidad. 
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A continuación, únicamente haremos referencia a aquellos incisos que presentan 
algún problema que debe de ser considerado por los señores legisladores. 
 
En lo que se refiere al inciso primero debe de eliminarse la palabra “campaña”, y 
en su lugar describir las acciones que se consideran objeto de reproche. 
Denótese que el término campaña es muy amplio y efectivamente indeterminado 
en el contexto de esta iniciativa. 
 
En el inciso tercero no debería utilizarse el término “progenitor no custodio”. 
Conforme lo hemos visto líneas atrás, caso de la ruptura matrimonial o de hecho, 
uno de los progenitores conserva la guarda, crianza y educación del menor de 
edad, siendo que el menor no pierde su derecho de interrelación familiar. 
 
Desde ese punto de vista el enfoque del inciso debe estar destinado a impedir 
que el menor de edad no pierda su derecho a interrelación familiar siendo por 
demás absolutamente innecesario cerrar o circunscribir dicho derecho, 
limitándolo, por demás, a un determinado grupo de familiares por 
consanguinidad o afinidad. 
 
El inciso sétimo indica como acción típica:  “Someter a un menor o adolescente a 
creencias, pensamientos y comportamiento, con el propósito de inducir sobre 
ellos y crear autogénicamente falsos recuerdos cambiando los hechos reales por 
eventos que nunca ocurrieron, actos conocidos también como memoria 
implantada” 
 
El inciso hace referencia a los casos de memoria implantada según lo cual, una 
vez reportados los hechos falsos a un menor, los recuerdos sobre un evento se 
consolidan y tienden a repetirse en ocasiones posteriores. De acuerdo con la 
tesis de grado de Claudia Quirós Condori (UCR) intitulada: “La Valoración del 
testimonio infantil en la decisión final del juez en casos de delitos sexuales” la 
monitorización de la fuente que implica identificar los orígenes de nuestros 
recuerdos para aclararlos o validarlos es un ejercicio que puede evitar que (…) 
factores externos al menor como las preguntas sugestivas de los abogados o los 
comentarios de un familiar cercano, modifiquen el testimonio del menor…”79 

                                            
 
79 Uno de los elementos para determinar la memoria implantada, es precisamente las 
mutaciones de los relatos como lo indica la Licenciada Claudia Quirós Condori en la tesis ya 
citada, los criterios de realidad en una sentencia penal contrastados con una creación de 
fantasía. Son posibles de ubicar con base en el criterio de constancia, también denominado 
criterio de repetición. De acuerdo con este criterio, constituye una prueba de que se trata de un 
acontecimiento fundado en la realidad cuando se genera en el núcleo de la acción vivido como 
central por la persona que brinda la información. En caso de existir contradicciones entre las 
distintas declaraciones que ha dado una persona, debe de analizarse cual parte de la 
declaración debe de ser contradictoria y cual debe necesariamente permanecer constante (…) 
Resulta pues, muy simplista señalar, que la constancia de una declaración prueba su credibilidad 
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No obstante, que identificar un caso de memoria implantada no es un ejercicio 
fácil de comprobarse puede constituir como lo pretende la iniciativa una acción 
típica de la alienación parental. 
 
El inciso octavo debe de ser replanteado pues indica “Privar de libertad de forma 
ilícita a un menor o adolescente, durante un tiempo determinado, con el objeto 
de apartar a un menor o adolescente del otro progenitor”. 
 
Nuestro Código penal vigente ya contempla en el artículo 191 el delito de 
privación de libertad sin ánimo de lucro, según el cual será penado con prisión 
de seis meses a tres años al que sin ánimo de lucro, privare a otro de su libertad 
personal. 
 
Ahora bien, lo que se debe considerar es que en el ejercicio de la autoridad 
parental, y más específicamente de la guarda, crianza y educación del menor de 
edad, es común que se apliquen restricciones y horarios de sueño, estudio, 
esparcimiento y demás, por lo que dada la redacción que la iniciativa propone en 
este inciso, podría interpretarse –a falta de una mejor redacción- que acciones 
propias de la guarda, crianza y educación, sean o configuren como una privación 
de libertad lo que evidentemente sería gravísimo. En razón de lo anterior se 
sugiere replantear. 
 
El inciso antes descrito incumple con el principio de seguridad jurídica según el 
cual el Estado viene obligado “(…) a proveer un marco normativo para que el 
ciudadano sepa a qué atenerse en sus relaciones con la administración. Así, la 
seguridad jurídica en sentido estricto, no precisa tener un determinado 
contenido, sino que bastará con la existencia de un conjunto de disposiciones 
que fijen consecuencias jurídicas frente a ciertos hechos o actos.” 80 
 
Artículo 3.    

 
Se establece un derecho, que ya de por sí se encuentra garantizado por el 
derecho de la constitución y normas convencionales. Pasamos a explicar, 
subsiste, según se puede desprender en este artículo, un error conceptual de la 
propuesta que se sugiere revisar y modificar, en sentido que el derecho a la 
interrelación familiar es un derecho per se del menor de edad y no un derecho 
de sus familiares hasta cuarto grado de consanguinidad, y segundo grado de 

                                                                                                                                  
(…) En esta materia se ha señalado que existe la siguiente regla empírica: tres criterios de 
realidad podrían bastar para convencerse de la veracidad de la declaración (salvo que exista un 
error al respecto), siempre y cuando se trate de criterios de alta calidad, claros, definidos y 
verdaderos”. 
 
80 Sala Constitucional. Sentencia 10375-11. 
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afinidad, como se indica. Además, caso de seguirse adelante con esta 
propuesta, deben delimitarse de mejor manera conceptos indeterminados tales 
como “tiempo de calidad” y “persona juzgadora”. 
 
En el primero de los términos el legislador no puede dejar al arbitrio del operador 
de la norma, la interpretación subjetiva respecto a lo que representa ser un 
tiempo de calidad, y debe de establecerlo de acuerdo con los criterios de 
oportunidad y conveniencia. Nuevamente hemos de indicar que el derecho a la 
interrelación familiar es un derecho inherente y connatural del menor de edad y 
no como por error se le confiere a los familiares del menor de edad en este 
proyecto de ley. 
 
En el segundo de los términos “persona juzgadora”, atendiendo a una adecuada 
técnica legislativa se recomienda hacer referencia a la jurisdicción o Tribunal de 
Familia como lo indica el artículo 4 siguiente. 
 
Artículo 4.  
 
Se otorga competencia a los Juzgados de Familia del domicilio del menor de 
edad lo que es adecuado.  
 
No obstante, se hace necesario realizar el siguiente comentario:  De acuerdo 
con la integralidad de la iniciativa de ley, la misma propone la creación de un 
proceso ordinario de demanda por alienación  parental, lo cual no queda claro o 
al menos no se desprende de los artículos que preceden. 
 
Hasta este momento de la iniciativa, tenemos que se procedió a definir la 
alienación parental así como sus formas típicas de manifestación. Además se 
confiere a la jurisdicción de familia competencia, aunque no se indica para qué 
es dicha competencia o en qué consiste. 
 
De hecho los artículos siguientes que comentaremos hacen referencia a 
medidas de protección y plazos para resolver lo que suponemos es el tipo de 
demandas ordinarias por alienación parental, pero sin que se establezca de 
previo en el cuerpo del proyecto de manera específica que se otorga la 
competencia a los juzgados de familia para conocer esos asuntos de 
interrelación familiar. Lo anterior debe establecerse con mayor claridad con el fin 
de cumplir con el principio de seguridad jurídica, sin perjuicio, como más 
adelante lo explicamos, todo lo relativo al régimen de visitas de menores de 
edad se tramita en la actualidad en vía incidental lo que supone, al menos, y en 
teoría, un trámite más expedito que la vía ordinaria. 
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Artículo 5.  

 
Esta norma se divide en dos partes. En la primera de ellas se indica 
textualmente que “La demanda de interrelación familiar será tratada con la 
máxima diligencia, sin dilación…” 
Lo anterior debe ser revisado por el legislador. En principio y debido a que la 
propuesta no distingue claramente si lo perseguido es establecer la posibilidad 
jurídica que se interponga una demanda por alienación parental, puede llamar a 
la confusión o falta de certeza jurídica, pues en la actualidad los asuntos de 
interrelación familiar en los juzgados de familia se tramitan, conocen y deciden 
por la vía incidental. 
 
De acuerdo con el artículo 9 del Código de Familia “Las autorizaciones o 
aprobaciones de los Tribunales que este Código exige en determinados casos, 
se extenderán mediante el proceso sumario señalado en el Código Procesal 
Civil, cuando no está establecido otro procedimiento. De modo tal que sin 
discusión alguna la jurisprudencia ha sido clara al reiterar que “(…) las peticiones 
que hagan los padres para poder visitar a los menores, se han solucionado 
reiteradamente por la vía de los incidentes previstos por el Código de Familia, 
sin que resulten afectados los aspectos sustanciales de la patria potestad, pues 
lo que se pretende exclusivamente es bastantear la posibilidad de que el padre 
pueda visitar a sus hijos”81 
 
Entonces, si por la vía incidental se confiere el régimen de visitas, por esa misma 
vía debería conocerse cualquier modificación o suspensión de la misma. Al 
conferir el término de demanda a lo que se tramita vía incidental, se incurre en 
un error grueso y eventualmente en un retroceso que llevaría a la vía de 
tramitación ordinaria este tipo de situaciones que tienen que ver con el derecho 
del menor de edad a la interrelación familiar. 
 
La segunda parte de este artículo establece que se “(…) ordenarán las medidas 
de protección necesaria para preservar la integridad psicológica de la persona 
menor de edad, y para garantizar su derecho a la vida familiar con su familia 
materna y paterna hasta el cuarto grado de consanguineidad y segundo de 
afinidad”. 
 
Lo anterior también debe ser objeto de revisión. En primera instancia no se 
indica qué tipo de medidas de protección y en qué casos deba de ser aplicada. 
Recuérdese que en la actualidad, con las normas vigentes en la materia, es 

                                            
 
81 Tribunal Superior Primero Civil, N° 916 de las 9.55 horas del 22 de junio de 1983 
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posible acusar y sancionar por el delito de desobediencia82 a quien no acate las 
órdenes emanadas por una resolución judicial. 
 
Por otra parte, como lo indicamos líneas atrás, un régimen de visitas puede ser 
modificado o suspendido. En el primero de los casos “(…) para contraer o 
expandir este derecho, lo que resulta de su naturaleza flexible, elástica y 
adaptable y que podrá ser variado por un nuevo convenio inter.-partes o por una 
resolución judicial como, por ejemplo, cuando sea necesario por el 
incumplimiento de deberes para con el menor, derivados de la regulación 
establecida en el mismo régimen de visitas por parte del titular de tal derecho o 
el advenimiento de nuevas circunstancias, no conocidas e imprevistas en la 
regulación inicial o el puntual y satisfactorio cumplimiento de las mismas durante 
lo que puede considerarse períodos de prueba.”83 
 
En el segundo de los casos, la suspensión se puede dar frente a graves y 
reiterados incumplimientos de lo pactado o determinado, o cuando ese 
incumplimiento, igualmente serio, se dé respecto de otros deberes legales para 
con el menor. 
 
Entonces, si el régimen es susceptible de suspensión o modificación, según sea 
el caso y las circunstancias, deberá el legislador delimitar de mejor manera en 
qué casos proceden las medidas cautelares, y cuáles son ese tipo de medidas 
que continúen garantizando el derecho de interrelación familiar de los menores 
de edad, pues de lo contrario se incurriría en grave error, en retroceso de los 
derechos de los menores de edad. Esto se indica a pesar de que en el artículo 
10 de la propuesta, como más adelante lo analizamos, se lanza una serie de 
medidas preventivas “Para la persona respecto de quien un juez de Familia 
determine que ha incurrido en actos típicos de alienación familiar” lo que 
analizaremos en su momento 
 
Lo anterior en aras de cumplir con el principio de seguridad jurídica, pues de lo 
contrario la propuesta no sería viable desde nuestra perspectiva jurídica. 

                                            
 
82 Artículo 314 del Código Penal: Artículo 314.-Desobediencia. Se impondrá prisión de seis 
meses a tres años, a quien no cumpla o no haga cumplir, en todos sus extremos, la orden 
impartida por un órgano jurisdiccional o por un funcionario público en el ejercicio de sus 
funciones, siempre que se haya comunicado personalmente, salvo si se trata de la propia 
detención. 
 
83 EL DERECHO DE VISITA: Elementos para su comprensión, regulación y tutela efectiva. 
Escuela Judicial. Tomado de  
https://escuelajudicialpj.poder-judicial.go.cr/Archivos/documentos/revs_juds/rev_jud_86/09-
El%20derecho%20de%20visita.htm#31 



 

39 

 

 
Artículo 6.  

 
Se continúa con el problema conceptual. En este artículo de la propuesta se 
indica que el plazo para sentencia de primera instancia de los procesos de 
interrelación familiar no debe ser mayores a los ciento veinte (120) días. 
 
Además, se debería indicar si los días que se establecen como plazo son 
naturales o hábiles, y, como se señaló anteriormente, habría que bastantear la 
posibilidad, como lo indica la legislación vigente, respecto al establecimiento o 
modificación del régimen de visitas, símil que se tramita por la vía incidental. 
 
De acuerdo con el Código Procesal Civil, Ley N° 9342 de 3 de febrero de 2016, 
el procedimiento para incidentes fuera de audiencia es el siguiente: 
 

“Admitido el incidente, se emplazará a la parte contraria por un plazo 
de tres días. Con la contestación, el incidentado ofrecerá las pruebas, 
salvo si constan en el expediente, en cuyo caso bastará con indicarlo. 
La resolución final se dictará en el plazo de cinco días, cuando no sea 
necesario practicar prueba en audiencia. 
Si se admitiera prueba que deba practicarse en audiencia, se 
señalará para tal efecto dentro de los diez días siguientes. La 
resolución final se dictará inmediatamente después de finalizada la 
audiencia de práctica de la prueba. La incomparecencia de las partes 
se regirá por lo dispuesto en este Código, para la inasistencia en los 
procesos de audiencia única”.84 
 

Entonces, siendo más expeditos los incidentes, conferir a todos los asuntos de 
interrelación familiar el carácter de una demanda ordinaria es totalmente 
inconveniente, pues caso de aprobarse la propuesta de ley, se tramitaría 
ordinariamente con lo que se incurre en un retroceso, cuyo resultado final sería 
muy distinto al que se pretende buscar con esta propuesta legislativa. 
 
Por lo expuesto se sugiere reconsiderar o eliminar esta disposición del proyecto 
de ley. 
 
Artículo 7.    

 
Se trata de un extenso artículo en el que igualmente se identifican algunos 
problemas de orden jurídico que deben ser observados por los legisladores. Con 

                                            
 
84 Artículo 114.2 Incidentes fuera de audiencia Código Procesal Civil, Ley N° 9342 de 3 de 
febrero de 2016 



 

40 

 

el este numeral se pretende que la autoridad jurisdiccional ordene evaluaciones 
psicosociales una vez interpuesta una “denuncia” por interrelación familiar. 
 
De previo a esta disposición, debería ser resuelta la pretensión del 
establecimiento de una “demanda ordinaria”, por lo que el término “denuncia” 
sería inconsistente con el resto de la propuesta.  Al margen de ello el artículo 
señala una denuncia que da motivo a una demanda.  Son conceptos distintos. 
 
Lo segundo que resulta vital es determinar si el legislador tiene la voluntad de 
establecer con nivel de detalle las características que se pretenden de la 
evaluación. Denótese que la norma indica que dicha evaluación debe incluir 
aspectos tales como “… una entrevista personal con las partes, el examen de los 
documentos de la demanda, la historia de relación de la pareja y la separación, 
la cronología de los hechos, la evaluación de la personalidad de los implicados y 
el estudio y evaluación de cómo es el discurso del niño o adolescente en 
relación con las posibles imputaciones finales contra el otro progenitor….” 
 
En criterio de esta asesoría la realización de peritajes no debe de ser restrictiva 
o limitativa pues corresponde a otros campos de la ciencia, la experiencia y el 
conocimiento, el tipo de evaluaciones que proceden en esos campos.  
 
Ciertamente el legislador podría establecer plazos para la realización de las 
pericias, pero lo indicado en la norma tampoco es congruente. 
 
Se recuerda que de conformidad con el artículo 6 de esta iniciativa el plazo para 
la resolución de este tipo de procesos no debe de ser mayor a los 120 días. No 
obstante en este artículo se indica que “El informe pericial debe ser presentado 
en un periodo no mayor a 90 días desde la fecha de solicitud del juez.  Se 
permitirá un retraso de sesenta (60) días, renovables únicamente por orden 
judicial basada en una justificación atendible.  El incumplimiento de estos plazos 
se considerará falta grave por parte del funcionario que resultare responsable”. 
 
Lo anterior quiere decir que un informe podría durar hasta 150 días, 
desconociéndose si los mismos son hábiles o naturales, siendo que de 
conformidad con lo que se indica en el artículo 6 de la propuesta, el plazo 
máximo de resolución es de 120 días, lo que evidentemente no es congruente. 
 
Por lo anterior, este artículo debe ser igualmente revisado o replanteado. 
  
Artículo 8.    
 
El artículo lo que pretende es que el Patronato Nacional de la Infancia (PANI) 
organice  e imparta cursos y talleres para “las personas infractoras que incurran 
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en violación al derecho a la protección del vínculo parental de las personas 
menores de edad” 
 
Nuevamente se identifican problemas conceptuales. En los casos de 
interrelación familiar existe incidentado e incidentista, pero no “personas 
infractoras” como se indica. Si se trata de una demanda, lo correcto es referirse 
a las partes como actor y demandado. Lo anterior debe ser corregido en aras del 
cumplimiento de referido principio de seguridad jurídica. 
 
En lo que respecta al PANI no debe perderse de vista que es una Institución 
Autónoma, por lo que resulta conveniente analizar el nivel, relevancia y alcances 
de esa calidad que le fue conferida por el Constituyente. 
 
En otras ocasiones este Departamento ha analizado el tema, propiamente 
mediante el oficio Nº ST.214-2010 J85 que fue fundamentado haciéndose alusión 
al tratadista Rubén Hernández Valle, quien en su obra “El Derecho de la 
Constitución” afirma que el régimen jurídico común para todas las instituciones 
autónomas es el que consagra el artículo 188 de la Constitución86, salvo norma 
constitucional especial en contrario, que les confiere independencia 
administrativa, pero las sujeta a la ley en materia de gobierno.  Pero además, 
observa que la Constitución Política contempla casos especiales: 
    

 “… la Constitución, sin embargo, consagra algunos grados de autonomía 
especial para determinadas instituciones descentralizadas, tales como el 
PANI, el INS, los bancos estatales, la CCSS, y fundamentalmente, en 
favor de los centros de educación superior estatales. 
 
En cuanto al PANI, al INS y a los bancos estatales, la diferencia respecto 
de las demás instituciones autónomas radica en tres aspectos: a) aquellas 
no pueden ser suprimidas; b) ni disminuidas en su competencia; c) ni 
cambiado su nombre por medio de una ley.  Se requiere en tales hipótesis, 
de una reforma constitucional expresa. 
 
En relación con la CCSS, el grado de autonomía otorgado a esa institución 
es el más amplio, pues el constituyente le dio expresamente “la 
administración y el gobierno de los seguros sociales”. 
 
De lo anterior se deduce, que la ley no puede interferir, en materia de 
gobierno, respecto de la CCSS, la cual goza de plena autonomía  para fijar 
sus propias líneas políticas, sin injerencias tanto del Poder Ejecutivo como 

                                            
 
85 Elaborado por el Lic. Gustavo Rivera Sibaja. 
 
86 “Artículo 188.-  Las instituciones autónomas del Estado gozan de independencia 
administrativa y están sujetas a la ley en materia de gobierno.  Sus directores responden por su 
gestión:” 
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del legislador.  Por ejemplo, las directrices que dicta el Poder Ejecutivo, a 
solicitud de la Autoridad Presupuestaria, en materia salarial y de 
inversiones, no son vinculantes para la CCSS, por ello rozaría con su 
autonomía de gobierno, garantizada por el artículo 73 de la Constitución. 
 
3.- El grado de autonomía de los centros estatales universitarios de 
educación superior 
 
Tales instituciones son las únicas que están dotadas de los tres grados de 
autonomía antes analizados: administrativo, político y organizativo. 
 
El artículo 84 de la Constitución les confiere “independencia funcional”, o 
sea independencia para el desempeño de sus funciones, que es el 
contenido característico de la autonomía administrativa. 
 
Esa misma norma les confiere también “plena capacidad jurídica… para 
darse una organización propia”, o sea que las dota de autonomía 
organizativa. 
 
Finalmente, les confiere “plena capacidad jurídica… para darse su 
gobierno propio”, lo cual implica reconocerles autonomía de gobierno.”87 

 
Tal y como el Departamento lo hizo ver en esa ocasión, dejando por fuera el 
análisis de la autonomía municipal “(…) se desprende que existe una tipología 
de instituciones autónomas, que nos permite clasificarlas en tres grupos 
distintos: 
 

“1. El general o común a todas.  La independencia administrativa, del 
artículo 188 de la Constitución Política, y que gozan de una “resistencia” 
legislativa especial, pues para su creación o modificación es necesaria 
una mayoría calificada de votos (artículo 189 de la Constitución). 
2. Entes autónomos regulados constitucionalmente.  En este caso, no 
se diferencian de los anteriores en su grado de autonomía, sino en su 
“resistencia”, que ya no es legal, sino constitucional.  Entre éstos están el 
PANI, el INS y los bancos estatales. 
3. Entes con mayor grado de autonomía, no solo administrativa, sino 
también de gobierno.  Entre éstas la CCSS y las universidades estatales” 

 
Por su parte la Procuraduría General de la República mediante el dictamen N. C- 
317-2001 en orden a esa autonomía, expresó: 
 

"La consagración constitucional entraña la garantía de la autonomía en los 
términos del artículo 188 constitucional. Dado el criterio con que se crea el 
Patronato, la circunstancia misma de que se conozca que no puede absorber 

                                            
87 HERNÁNDEZ VALLE, Rubén. El Derecho de la Constitución Volumen 2. 1ª edición. Editorial 
Juricentro. San José, 1994. págs. 294-295. Citado en informe del Departamento de Servicios 
Técnicos oficio Nº ST.214-2010 J. 
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la totalidad de actividades que deben ser cumplidas para la protección de la 
niñez, se comprende que no se haya discutido conferir una autonomía 
especial al Patronato. Circunstancia que, por ejemplo, se hizo con la CCSS a 
quien se atribuyó el "gobierno" de los seguros sociales (artículo 73 de la Carta 
Político). Y es que refiriéndose al Patronato, el propio González Flores fue 
claro y contundente en cuanto que "al otorgarle su autonomía, el Patronato 
continuará siendo una institución del Estado, regulada por las leyes que dicte 
la Asamblea Legislativa. Su autonomía, pues, no será absoluta" (ibid, folio 
511). Lo anterior tiene como lógica consecuencia que la autonomía de que 
disfruta el Patronato es la propia del artículo 188 constitucional. Sea una 
autonomía administrativa y una autonomía política sujeta a la ley. 

 
De ello se desprende que el Patronato, como la mayoría de las entidades 
autónomas, está sujeto a la potestad de dirección del Poder Ejecutivo. Una 
potestad que tiene como objeto mantener la unidad del Estado y, por ende, 
asegurar la orientación política de éste.”88 

 

Entonces, dado que lo que se pretende es que el PANI ofrezca talleres “dirigidos 
a prevenir y erradicar aquellas prácticas que lesionen el derecho a la vida 
familiar de las personas menores de edad” concluye esta asesoría que sin 
perjuicio de lo que indique esa institución mediante la consulta que debe de 
realizarse sobre esta propuesta, sería eventualmente viable desde la perspectiva 
jurídica y constitucional, imponer este tipo de obligaciones a esa institución. 
 
Lo anterior como se indicó sin perjuicio de las consideraciones técnicas que al 
respecto realice el Patronato, y desde luego, al margen de la discusión en torno 
a la conveniencia o no de que se reconozca el tema de alienación parental como 

                                            
 
88 En igual sentido léase la Opinión Jurídica Nº 145-2002 16 de octubre de 2002 que dice: La 
autonomía es una garantía esencialmente frente al Poder Ejecutivo. Esta garantía comprende la 
posibilidad de ejecutar las tareas asignadas por el ordenamiento jurídico y dar cumplimiento a las 
obligaciones legales. La autonomía cede ante la facultad de dirección que el Derecho de la 
Constitución le atribuye al Poder Ejecutivo, con la finalidad de vigilar el buen funcionamiento de 
los servicios y dependencias administrativas. En ejercicio de esa potestad, el Poder Ejecutivo no 
puede dictar órdenes de actuar a los entes autónomos. La potestad de gobierno alude a la 
determinación de políticas, metas y medios generales, "más o menos discrecionales". Por el 
contrario, la administración implica la realización de aquellas políticas, metas y medios 
generales, utilizando los medios que el ordenamiento atribuye. El contenido propio de la 
dirección es fijar las condiciones generales de actuación, que excedan del ámbito singular de 
actuación de cada Ente. La directriz tiene carácter normativo, por lo que debe ser general en su 
contenido y ámbito. De lo que se deriva que las directrices no pueden dirigirse a una o más 
instituciones individualmente consideradas, sino a todas las entidades autónomas o a categorías 
genéricas de ellas. No obstante que la emisión de directrices deriva del poder de dirección, su 
cumplimiento es materia de administración, por lo que es responsabilidad exclusiva del ente 
dirigido. En consecuencia, pueden existir directrices sobre materia presupuestaria, a condición 
de que sean generales. Si se elimina la posibilidad de apreciar la conveniencia u oportunidad de 
una decisión, se interfiere en la administración del ente, con violación de la autonomía 
administrativa. 
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causal de modificación de la guarda, crianza y educación, o bien como causal de 
suspensión o modificación del régimen de visitas de un menor de edad. 
 
Ahora bien, dado que de acuerdo con el artículo propuesto se indica que el Juez 
de familia ordenará la participación del progenitor demandado y vencido, caso de 
tratarse de una demanda ordinaria, sería importante se proceda aclarar, caso de 
que se siga adelante con la propuesta, si la obligatoria participación en dicho 
taller lo es como una medida alternativa a las pretensiones de la demanda, o 
más bien complementaria, y qué efectos causaría a favor del demandado 
vencido su participación en dicho taller. 
 
Lo anterior tiene sentido debido al diseño equívoco que en general persiste en 
esta propuesta de ley, pues como se ha indicado de manera reiterada, al 
plantearse como una demanda ordinaria, las pretensiones de la demanda son el 
límite para el juzgador. 
 
En caso de tratarse de incidente dirigido a modificar o suspender el régimen de 
visitas, las pretensiones deben de limitarse a dichos efectos. Por lo expuesto, se 
considera debe replantearse este artículo. 
 
Artículo 9.    

 
En este artículo se indica que “… con el propósito de disminuir el impacto 
psicológico del menor o adolescente debido a la presencia de policías 
uniformados y patrulleras, el otro progenitor que requiera de la fuerza pública 
para evitar la alienación familiar y hacer cumplir las órdenes de la autoridad 
competente, podrá solicitar agentes especializados, como psicólogos, para crear 
un ambiente menos traumático para los afectados”. 
 
El artículo debe ser replanteado especialmente por el uso de términos como “el 
otro progenitor”, “agentes especializados” o “ambiente menos traumático”. Como 
se ha indicado, las leyes deben ser claras y concisas y evitar el uso de términos 
genéricos o que se presten a distintas interpretaciones. El operador de la norma 
y el destinatario deben comprender con claridad y sin ambigüedades a qué 
atenerse, o bien las consecuencias de las acciones del constructo. 
 
Si bien es cierto se desprende de la redacción de este artículo, que el interés es, 
que frente a la intervención de la fuerza pública, ésta se haga acompañar de 
especialistas para brindar la atención al menor de edad. Salta la duda acerca de 
cuáles serán aquellos momentos en los que se requiera de la intervención 
policial.  Pero con independencia de ello, es importante indicar que de 
conformidad con el párrafo segundo del artículo 5 del Código de Familia, en todo 
asunto en que aparezca involucrado un/a menor de edad, el órgano 
administrativo o jurisdiccional que conozca de él, deberá tener como parte al 
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Patronato, siendo causa de nulidad relativa de lo actuado, el hecho de no 
habérsele tenido como tal, si se ha causado perjuicio al menor, a juicio del 
Tribunal. 
 
Como se desprende, dicha disposición lo es para autoridad administrativa y/o 
judicial, por lo que el PANI, con fundamento en las atribuciones constitucionales, 
y aquellas derivadas de la Ley Nº 7648, Ley Orgánica del Patronato Nacional de 
la Infancia, interviene de hecho en todos los procesos en los que se involucre a 
un menor de edad, incluso en aquellas situaciones en las que interviene la 
Fuerza Pública o el mismo Organismo de Investigación Judicial. 
 
Por las razones expuestas, se considera innecesario el artículo de la propuesta y 
se sugiere respetuosamente reflexionar acerca de su aprobación. 
 
Artículo 10.    
 

Se establecen cuatro medidas preventivas “para la persona respecto de quien un 
juez de Familia determine que ha incurrido en actos típicos de alienación 
familiar…” 
 
Se advierte aquí que se hace referencia a medidas preventivas, siendo que el 
artículo 4 del proyecto hace referencia medidas de protección, que podrán 
ordenarse por parte del Juez de familia, caso de “preservar la integridad 
psicológica de la persona menor de edad, y para garantizar su derecho a la vida 
familiar con su familia materna y paterna hasta el cuarto grado de 
consanguineidad y segundo de afinidad”. 
 
Lo idóneo es referirse a medidas cautelares o precautorias. Como bien sabemos 
las mismas tienden a garantizar la ejecución del derecho que se pretende, con la 
finalidad de asegurar cosas o bienes, o la integridad del menor de edad, sin que 
su realización afecte la tramitación del proceso de fondo, o implique un  adelanto 
de criterio de lo que se deba resolver. 
 
Desde ese punto de vista, autorizar las medidas, caso que el juez determine que 
uno de los progenitores incurrió en alienación parental, es un contrasentido y 
debería en nuestra opinión ser desechado, pues ello implica que el juez ya 
conoce, o ya se formó un criterio respecto de la responsabilidad de ese 
progenitor. 
 
En la actualidad, por ejemplo, se aplican medidas tales como: Ordenar enviar a 
terapia familiar a cualquier persona de la familia, enviar para el Hospital Nacional 
de Niños, y/o Caja Costarricense de Seguro Social, a los padres de personas 
menores de edad, a la Escuela de Padres, ordenar entregar copias de orden 
patronal a familiares asegurados, cuando no les da ese documento para lograr 
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atención médica, y cualquier otra que el juez considere puede asegurar los 
derechos de los menores de edad. 
 
Pero además, dada las características de las medidas cautelares, es obligación 
del juez revisar de oficio su cumplimiento, pues incluso durante el proceso es 
posible que las mismas puedan modificarse, agravarse o suspenderse, según 
sea el caso. 
 
Dicho lo anterior, tenemos que la propuesta indica cuatro medidas a las que le 
confiere un carácter preventivo, a saber: 
 

1- Compensar al progenitor alienado con mayor cantidad de días y 
horas por cada incumplimiento. 

2- El juez podrá contemplar un cambio en el régimen de tenencia, 
ya que estas conductas demuestran un inadecuado ejercicio del 
rol parental que deben de asumir quien tiene a cargo. 

3- Ordenar una intervención psicológica y psicosocial de 
seguimiento. 

4- Modificar el régimen de visitas de manera que sea más eficaz su 
cumplimiento. 

 
Como se observa, no se trata de medidas cautelares, sino que las mismas más 
bien se refieren a posibles soluciones anticipadas a la resolución de la demanda, 
que se propone crear mediante este proyecto, cuestión que de alguna manera 
toca el fondo de lo pretendido. Así, por ejemplo, la compensación de más días y 
horas de tiempo, el cambio de tenencia (sic) la intervención de expertos, y la 
modificación del régimen de visitas, son decisiones de fondo que, en principio, 
no deberían adoptarse cautelarmente, salvo inminente daño o gravedad a la 
integridad física o psicológica, pues supone una decisión del juez respecto de la 
demanda como tal. 
 
Por lo anterior, se recomienda revisar este artículo de la propuesta, al igual que 
el párrafo final del mismo, que adiciona que para los casos de modificación de la 
guarda, crianza y educación “se dará preferencia a los progenitores o cuidadores 
que estén dispuestos a hacer posible la convivencia efectiva con el progenitor no 
custodio, en situaciones donde la custodia compartida no sea viable”. 
 
Todo lo anterior supone, como se reitera, no medidas de carácter cautelar o 
“preventivas”, como lo indica el artículo en estudio, sino aspectos sobre el fondo. 
Denótese que la demanda ordinaria de alienación parental, que se persigue 
crear aquí como causal para la modificación de la guarda, crianza y educación 
de los menores de edad, o bien para modificación del llamado régimen de 
visitas, lo que pretende es que el concepto de alienación parental sea una causal 
para la modificación o suspensión de esos institutos del derecho de familia, por 
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lo que sería contraproducente, y evidentemente contrario al debido proceso, que 
la jurisdicción de familia que decida sobre esos procesos pueda de forma 
cautelar resolver aspectos que implican o conllevan un adelantamiento de su 
criterio, que además implica un reconocimiento tácito de la responsabilidad del 
demandado, ello solo sería posible bajo parámetros de urgencia. 
 
Se advierte además que lo indicado en este artículo podría ser eventualmente 
inconstitucional por contradecir los artículos 33, 39 y 41 de la Constitución 
Política que en su orden establecen el principio de igualdad jurídica ante la ley, 
el debido proceso, y el acceso a la justicia de todos los habitantes de la 
República. 
 
Se identifica la posibilidad de ese conflicto con el derecho de la Constitución por 
cuanto al conferirse la posibilidad de que mediante medidas “provisionales” un 
juez de familia adopte decisiones que corresponde tomar mediante sentencia, 
que podrían ser confirmatorias, empero, hay un umbral muy tenue pues se 
podría conferir anticipadamente la que pretende la parte demandante en el  
proceso de alienación familiar en ventaja respecto de la parte demandada.  Es 
decir, no basta con solo la presentación de la demanda y la solicitud de las 
medidas para obtener y satisfacer las pretensiones que de fondo se formule.  
 
Artículo 11.    
 
Este artículo de la iniciativa en realidad no establece sanciones de carácter 
penal. Se indica que “quien incumpla un régimen de visitas de manera reiterada, 
en tres o más ocasiones, con el resguardo del debido derecho a la defensa, se le 
impondrá una sanción de suspensión de la autoridad parental por un periodo de 
seis meses a tres años, según la magnitud del daño causado”.   
 
Lo anterior es evidentemente improcedente. En primer lugar por resguardo del 
principio de seguridad y de proporcionalidad no puede admitirse que una norma 
imponga una sanción de ese tipo, de suyo, drástica, frente a una frase que tan 
solo enuncie como motivo de la suspensión el hecho de que se incumpla un 
régimen de visitas de manera reiterada, en tres o más ocasiones. Lo anterior le 
concedería una desventaja procesal indebida al demandante. 
 
Por otra parte, de conformidad con el artículo 158 del Código de Familia las 
razones para tener por terminada la autoridad parental son muy graves, así por 
ejemplo: por declaratoria judicial de abandono, cuando el menor de edad haya 
sido objeto de violación abuso sexual, corrupción o lesiones graves o gravísimas 
de quienes la ejerzan. 
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Los casos en los que se puede suspender también revisten mucha gravedad 
desde nuestra óptica. Indica el numeral 159 ibídem que: 
 

“Artículo 159.- La patria potestad puede suspenderse, modificarse, a juicio 
del Tribunal y atendiendo al interés de los menores, además de los casos 
previstos en el artículo 139 (*), por: 
1) La ebriedad habitual, el uso indebido de drogas, el hábito de juego en 
forma que perjudique al patrimonio de la familia, las costumbres depravadas 
y la vagancia comprobada de los padres. 
2) La dureza excesiva en el trato o las órdenes, consejos, insinuaciones o 
ejemplos corruptores que los padres dieren a sus hijos; 
3) La negativa de los padres a dar alimentos a sus hijos, el dedicarlos a la 
mendicidad y permitir que deambulen en las calles; 
4) El delito cometido por uno de los padres contra el otro o contra la 
persona de alguno de sus hijos y la condenatoria a prisión por cualquier 
hecho punible; 
5) Incapacidad o ausencia declarada judicialmente; y 
6) Por cualquier otra forma de mala conducta notoria de los padres, abuso 
del poder paterno, incumplimiento de los deberes familiares o abandono 
judicialmente declarado de los hijos”. 

 
Entonces, en criterio de esta asesoría equiparar el incumplimiento del régimen 
de visitas en tres o más ocasiones con las acciones que actualmente se 
contemplan en la legislación de familia, es, en criterio de esta asesoría, 
exacerbado, pues además, el artículo en cuestión contempla que “La misma 
pena se aplicará a quien haga una declaración falsa ante una autoridad pública, 
cuyo contenido estuviese encaminado a una obstaculización injustificada a la 
convivencia de la persona menor de edad con su familia hasta el cuarto grado de 
consanguineidad y segundo de afinidad, cuando medie un régimen de visitas 
ordenado u homologado por la autoridad judicial competente”.  Ni siquiera 
técnicamente se trata de una pena, pues la medida no es en carácter de esa 
disciplina del derecho. 
 
Es decir, la sanción de suspensión de la autoridad parental por un período de 
seis meses a tres años también aplicaría en esos casos. Evidentemente, se 
reitera, que sería necesario delimitar de mejor manera la frase “encaminado a 
una obstaculización injustificada a la convivencia de la persona menor de edad 
con su familia hasta el cuarto grado de consanguineidad y segundo de afinidad” 
por todo lo que implica en términos de interpretación. 
 
Finalmente, este artículo indica que en todos los casos la autoridad judicial 
testimoniará piezas para ante el Ministerio Público, a fin de que se determine la 
responsabilidad penal.  Lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 314 
del Código Penal. 
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Como queda evidenciado, en realidad el artículo no crea o establece sanciones 
penales, pues la suspensión de la patria potestad no se configura como tal. La 
remisión que se hace al artículo 314 del Código Penal que establece el delito de 
desobediencia es innecesaria, pues las autoridades administrativas o judiciales 
conocen los casos en los que se debe ordenar el testimonio de piezas. 
 
En general, aunque es una potestad legislativa establecer como causal de 
suspensión de la patria potestad, el incumplimiento del régimen de visitas, la 
sanción que se imponga debe de ser proporcionada y no tan efímera, pues 
recuérdese que se trata de la suspensión de un derecho/deber de los 
progenitores. 
 
VI.-   ASPECTOS PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 

Votación 
 
Tal y como lo dispone la Constitución Política en su numeral 119, la presente 
iniciativa para ser aprobada requiere contar con mayoría absoluta de los 
miembros presentes de la Asamblea Legislativa. No obstante, caso de apartarse 
del criterio del Poder Judicial, se necesita el voto de las dos terceras partes del 
total de los miembros de la Asamblea. 

Delegación 
 
De conformidad con el artículo 124 de la Carta Fundamental el proyecto podrá 
ser delegado en una Comisión con Potestad Legislativa Plena, salvo que se de 
el supuesto que se indicó para el proceso de votación.  

Consultas 

Obligatorias: 

 
 Corte Suprema de Justicia (artículo 167 de la Constitución Política)89 
 Patronato Nacional de la Infancia 

Facultativas: 
 

 Instituto Nacional de la Mujer 
 Defensoría de los Habitantes. 
 Procuraduría General de la República. 
 Fundación Instituto Apoyo al Hombre. 
 Instituto Wem de Costa Rica 

                                            
89 Considera esta asesoría que el establecimiento del nuevo proceso que se pretende con esta 
iniciativa, así como los plazos que se ordenan para emitir resoluciones, afectan de manera 
directa la organización y funcionamiento de los Juzgados de Familia. 
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